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 En Venezuela la lucha por los derechos humanos de las mujeres y niñas 
ha sido una constante del movimiento feminista que ha permitido avanzar en 
aspectos sustantivos tales como un marco legal de avanzada con perspecti-
va de género, una significativa institucionalidad para la garantía de sus dere-
chos, transformaciones culturales y calidad de vida; elementos que transfor-
maron la vida de la sociedad venezolana a partir de la redistribución de la 
riqueza centrada en la justicia social emprendida con el gobierno del Presi-
dente Hugo Chávez Frías a partir de 1999.

 Desde la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; la Ley 
de Igualdad de Oportunidades para la Mujer de 1999; la Ley Orgánica sobre el 
Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de 2007; la Ley para Pro-
tección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad de 2007; la Ley Orgánica 
del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras de 2012; y la Norma Oficial 
para la Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva (2002) se fueron ins-
titucionalizando los principales derechos de la población femenina, convir-
tiendo al país en diversos momentos del periodo 1999-2014 en vanguardia en 
diversos ámbitos vinculados a la lucha por los derechos de las mujeres, la 
igualdad y la equidad de género. 

 Sin embargo, en 2015, a raíz de la Orden Ejecutiva 13692 que declara a 
Venezuela como una amenaza inusual y extraordinaria para la seguridad 
nacional de los EE.UU., se profundiza la escala de aplicación de Medidas 
Coercitivas Unilaterales (MCU) y la economía nacional comienza a ser impac-
tada de forma cada vez más acelerada, incidiendo de forma radical en la ruta 
de ascenso y conquista de derechos, afectando el acceso a recursos y la cali-
dad de vida de la población. Dichos impactos tendrán efectos diferenciados 
en sectores específicos de acuerdo a las vulnerabilidades preexistentes, 
poniendo en riesgo derechos fundamentales y en muchos casos la vida de las 
personas.

 De allí la importancia de sistematizar y analizar desde el enfoque de género y 
feminista los principales efectos y afectaciones que sobre el ejercicio y goce de los 
derechos humanos de las mujeres y niñas venezolanas han tenido las MCU; para 
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evidenciar con cifras y con datos cualitativos, la restricción de los derechos 
de las mujeres por acción de terceros países. 

 Estas medidas se corresponden a una forma de guerra no convencional, 
declarada contra un pueblo en general -sin distinción- y que afecta de manera 
diferenciada a las mujeres y las niñas, por la preexistencia de condiciones de 
desigualdad aún vigentes en el país, que corresponden a un modelo patriarcal 
instaurado no sólo en Venezuela, sino en el mundo, pese a los avances sus-
tanciales que en materia de igualdad y equidad de género se han registrado 
en los últimos 50 años, con particularidades en cada contexto acorde a su 
historia y modelos de sociedad.

 El objetivo es establecer la relación entre la entrada en vigencia de las 
MCU y la afectación de los derechos humanos de las mujeres y niñas conteni-
dos en la normatividad internacional y nacional, a través del rastreo documen-
tal de datos y cifras de instituciones gubernamentales, trabajos académicos, 
aportes de organizaciones feministas y de derechos humanos y la aplicación 
de instrumentos como: dos encuestas digitales (la primera desarrollada entre 
el mes de octubre y noviembre de 2020; la segunda entre julio y agosto de 
2021) en las cuales fueron consultadas en primer lugar 909 mujeres, y poste-
riormente 1.008 personas (95,43% mujeres y 4,37% hombres) respectivamen-
te, de distintos grupos etarios a partir de los 18 años, de los 23 estados y el 
Distrito Capital. Por otro lado, se realizaron 32 entrevistas a profundidad a mu-
jeres de diversos sectores sociales. De esta manera, la presente publicación 
responde al despliegue de una triangulación metodológica desde la perspec-
tiva feminista.

 En este orden, los objetivos de este estudio son los siguientes:

• Realizar una cronología de la incidencia de las medidas coercitivas uni-
laterales en derechos humanos fundamentales de las mujeres y niñas.
• Evidenciar el daño material y psicológico generalizado que terceros 
países, en un ejercicio injerencista y de desconocimiento a los principios del 
Derecho Internacional, le han infligido al pueblo venezolano y en concreto a 
los derechos humanos de las mujeres y niñas más vulnerables.Int
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• Levantamiento y sistematización de testimonios de afectación de los 
derechos humanos de las mujeres, como resultado directo de las medidas 
coercitivas unilaterales aplicadas a la República Bolivariana de Venezuela y 
sus efectos en la población civil.

 Las MCU se han aplicado en diversas áreas y sectores de vital importan-
cia para el pueblo venezolano en general. Sin embargo, las mujeres y las niñas 
han sufrido de forma exponencial los efectos y consecuencias, es así como 
surge la imperiosa necesidad de colocar los lentes de género al análisis del 
impacto de las MCU en Venezuela, en lo específico se estudiará este impacto 
en expresiones de los siguientes sectores sociales:  

1) Mujeres Indígenas; 2) Mujeres en zonas Fronterizas; 3) Campesinas o pro-
ductoras; 4) Movimientos feministas; 5) Afrodescendientes; 6) Discapacidad; 
7) Juventud; 8) Niñas y adolescentes; 9) Diversidad sexual; 10) Comuneras; 
11) Migrantes; 12) Mujeres en funciones Institucionales; 13) Mujeres con 
enfermedades crónicas. 

 La pertinencia del presente estudio viene dada por la necesidad de visi-
bilizar los efectos diferenciados que estas medidas producen en la población 
civil, particularmente en mujeres y niñas, para abordar la dimensión humana y 
las formas de resistencia y resiliencia frente a esta inédita agresión de dimen-
siones humanitarias. 
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Geopolítica de las Medidas 
Coercitivas Unilaterales (MCU)

 El consenso global planteado en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), particularmente en el ODS 10, señala que “la reducción de la desigual-
dad, tanto dentro de los países como entre ellos, ha sido desigual”. No obstan-
te, las desigualdades entre países del norte y el sur global lejos de reducirse 
para lograr avanzar en generar mayores condiciones de igualdad dentro de 
los países, tiende a incrementarse producto de políticas unilaterales, contra-
rias a la necesaria ruta del multilateralismo y cooperación, como elementos 
indispensables para consolidar el desarrollo sostenible, la paz y los derechos 
humanos. 

 En este orden, es particularmente destacable la tendencia del poder 
corporativo estadounidense para mantener su hegemonía sobre los pueblos, 
que hace uso de prácticas supremacistas contrarias al derecho internacional 
para asegurar el control de los recursos económicos, políticos, militares y cul-
turales, que permitan reproducir de manera ampliada y permanente formas de 

La del siglo XXI es una guerra a la vez abierta y encubierta, 
específica e inespecífica y con modalidades multidimensionales 
que combinan variantes menos bélicas como los ataques finan-

cieros con otras como las de conmoción y pavor.

Ana Esther Ceceña
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 dominación, explotación, opresión y subordinación, sobre los países 
dependientes; prácticas que son generadoras de profundas brechas de des-
igualdad entre los países, y dentro de ellos. Así, muchas veces, el término glo-
balización ha sido acuñado para encubrir la universalización del poder totali-
tario del capital, cuya dialéctica imbrica necesariamente crisis económica y 
guerra, como tendencias inherentes a su propia naturaleza (Camilo Valqui 
Cachi y otros, 2002).

 Para salir lo más pronto posible de la actual crisis cíclica y postergar los 
impactos de la crisis estructural, los poderes globales intensifican sus agre-
siones a los pueblos del mundo, violando con ello los derechos humanos de 
la población, especialmente de quienes, por razones de género, edad, disca-
pacidad, origen étnico, raza, nacionalidad, entre otros, resultan particularmen-
te vulnerables. Se trata de mantener un nivel de acumulación de capitales 
“óptimo” sin importar las dramáticas consecuencias sociales que ello aca-
rree, sobre la vida de las personas (Delgado J., 2012). 

 En este sentido, este hegemón planetario se vale de múltiples tácticas 
o formas de lucha para acentuar la explotación y el sometimiento, las cuales 
incluyen guerras de agresión, despliegue de bases militares, instigación de 
guerras civiles, separatismo, terrorismo, asesinatos selectivos a dirigentes y 
figuras relevantes, golpes de Estado, Medidas Coercitivas Unilaterales (MCU), 
bloqueos económicos, embargos, cobro de la deuda externa, destrucción por 
varias vías de los aparatos productivos de las naciones dependientes, expo-
liación de los recursos naturales, entre otras medidas. El capitalismo contem-
poráneo, se asemeja más a una estructura mafiosa, corrupta y delincuencial 
que al espíritu empresarial que lo puso en marcha hace ya algunos siglos (Co-
lussi, 2012).

 En este orden de ideas, Harvey (2005) ha explicado que el proceso his-
tórico que Marx denominó acumulación primitiva, no se trata de un proceso 
primigenio del capital desarrollado hace siglos, sino que se trata de una parte 
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de su funcionamiento permanente, por lo cual, en vez de hablar de acumula-
ción primitiva u originaria es más correcto hablar de acumulación por despo-
sesión. Este proceso de acumulación permanente por vías violentas o no-eco-
nómicas, se ha desarrollado de manera más intensa desde los años 70 del 
siglo XX, momento en el cual se empieza a desarrollar la crisis estructural del 
capital.

 Por esta razón hoy el capitalismo, en esta nueva crisis, se muestra ame-
nazante y agresivo ante los pueblos; ya que para la élite occidental son los de 
abajo los que deben pagar los costos. Se trata de socializar las pérdidas y 
privatizar las ganancias. Dicha élite está presta a avanzar contra los derechos 
y las conquistas de la población para restituir sus tasas de ganancia.

 El poder corporativo estadounidense y europeo está decidido a utilizar 
las guerras, en sus diversas expresiones, como mecanismo para reflotar sus 
economías activando sus complejos militares-industriales, y para conquistar 
nuevos territorios destinados a la explotación. Para el Imperialismo, la 
agenda neoliberal no es negociable, y a la sociedad, incluyendo sectores no 
monopólicos del empresariado, se les exige una rendición incondicional (Del-
gado J., 2012).

 El hegemón norteamericano, en su insaciable búsqueda de control 
geopolítico, de materias primas (sobre todo recursos energéticos), mercados 
para la venta de sus mercancías y mercados de mano de obra barata, cada día 
procura controlar con mayor efectividad e intensidad diversas zonas del pla-
neta. 

 Para 1992, una comisión asesora del gobierno de Bush padre, redactó el 
Proyecto para un nuevo siglo americano que:
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 A partir de los años 90 del siglo pasado, la administración estadouni-
dense ha insistido en crear una dominación de espectro completo, un Nuevo 
Orden Mundial, en el cual su hegemonía no esté en discusión, mediante el 
recurso de la fuerza dondequiera que sea necesario (Chomsky, 2004; Ceceña, 
2014). En este sentido, el unilateralismo norteamericano se ha convertido en 
la cuestión predominante de la política mundial. Se trata de afianzar un 
modelo unipolar de dominación planetaria, de cumplir ese planteamiento de 
la postguerra mundial de extender en todo el mundo la Doctrina Monroe 
(Amin, 1999), que garantice la expansión de la acumulación del capital a nivel 
universal.

 En este orden de ideas, Roberto Regalado (2008) señala:

… define los ámbitos fundamentales de la supremacía 
imperial estadounidense en los siguientes tópicos: a) 
un poder militar de alcance global; b) ser la locomotora 
del crecimiento global; c) tener el liderazgo tecnológico 
y de innovación en áreas centrales del desarrollo militar; 
y d) significar un telos normativo para las diversas 
sociedades del sistema histórico capitalista (Contreras 
Natera, 2011, p. 245).
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…El fin de la bipolaridad dejaba el terreno libre al imperia-
lismo, en particular, al imperialismo norteamericano, 
para ampliar y profundizar su dominación hasta los más 
remotos confines del planeta. El capitalismo proyectaba 
de sí una imagen omnipotente, engalanada con toda 
una mitología construida en torno a la “globalización” 
y a la “Revolución Científico-Técnica”. La globalización, 
supuestamente, era una fuerza incontrolable que obli-
gaba a la humanidad a subordinarse a un “Nuevo Orden 
Mundial” regido por el neoliberalismo. Como comple-
mento a esa seudo teoría, se le atribuía a la llamada 
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…Revolución Científico-Técnica el don de garantizarle al 
capitalismo vida y prosperidad eternas en el Norte y, 
quizás, también en aquellos países del Sur que cumplie-
ran, a cabalidad y con premura, el recetario neoliberal (p. 
26).

… se puede decir que en el campo de las ideas la nueva 
hegemonía mundial está basada en dos transformacio-
nes fundamentales respecto del discurso dominante 
durante la Guerra Fría: a) la autoafirmación del capitalis-
mo, declarado como tal y no simplemente como un mero 
sistema socioeconómico preferible al socialismo, sino 
como el único modo de organizar la vida moderna conce-
bible para la humanidad de aquí a la eternidad; b) la abier-
ta anulación de la soberanía nacional como clave de las 
relaciones internacionales entre los estados en nombre 
de los derechos humanos (p. 40).

 Por otro lado, refiriéndose al contexto postsoviético, el historiador Perry 
Anderson (2004) nos explica lo siguiente:

 También destaca una práctica subversiva reciente, lo que se conoce 
como golpes suaves o subversión política no violenta impulsada por el Pentá-
gono para el derrocamiento de gobiernos “insubordinados”. Tales experien-
cias se han llevado a cabo exitosamente en Serbia, Kirguistán, Georgia y Ucra-
nia, fallando a su vez en Bielorrusia y Venezuela. La modalidad del Golpe Mili-
tar no ha perdido actualidad, basta ver lo ocurrido en junio de 2009 en Hondu-
ras, o en 2019 en Bolivia, golpes por lo demás dirigidos a socavar el avance 
del ALBA-TCP en la región; el caso de Paraguay o Brasil también es destacado 
porque implicó una modalidad de golpe usando mecanismos institucionales 
(mayoría parlamentaria) de manera fraudulenta.
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 Ahora bien, un proceso que debemos destacar, es el siguiente: desde 
2008 el gobierno norteamericano ha desplegado una contraofensiva en la 
región latinoamericana y caribeña para frenar el movimiento popular que ha 
resistido y desafiado desde mediados de los 90 contra el neoliberalismo, 
contra las pretensiones hegemonistas sintetizadas en propuestas recoloniza-
doras como el ALCA. Este movimiento popular, que en algunos países se 
constituyó en gobiernos que avanzan en la construcción de espacios integra-
dores como el ALBA-TCP, sufrió un duro revés con el Golpe de Estado al 
gobierno democrático de Honduras en junio del 2009.

 Este Golpe de Estado; la reactivación de la IV Flota (despliegue naval y 
aéreo estratégico con capacidad nuclear); el intento de Golpe de Estado al 
gobierno ecuatoriano en 2010; la creación de la Alianza del Pacífico o el 
Grupo de Lima; la destitución del presidente paraguayo Fernando Lugo, la des-
titución de Dilma Roussseff, la traición de Lenin Moreno, el Golpe en Bolivia, 
son las acciones más relevantes de la contraofensiva conservadora en la 
región. Se trata sin duda de un despliegue de fuerzas para contener el avance 
del progresismo en el continente, para cercar los procesos de Venezuela, 
Cuba y Nicaragua todos estos sometidos fundamentalmente con una serie de 
MCU de gran impacto.

 Bajo la excusa de la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, el impe-
rialismo norteamericano se presta a agredir los pueblos latinoamericanos y 
caribeños; actúa para dar al traste con los gobiernos progresistas y democrá-
ticos de la región para restituir el proyecto del ALCA y perpetuar su domina-
ción en lo que ellos denominan su patio trasero.

 Los poderes corporativos impulsados por la lógica de acumulación del 
capital no toleran ningún rastro de soberanía nacional, no aceptan la autode-
terminación de los pueblos porque va en contra de los intereses de los mono-
polios; es decir, que la tendencia del imperialismo, en su actual estado de 
crisis, es a la desnacionalización forzosa, aunque estos gobiernos indepen-
dientes sean de derecha. 
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 Con respecto al ataque sistemático a los Estados insubordinados a la 
globalización neoliberal, es interesante esta información que nos brinda Con-
treras Natera (2011):

Los analistas del Institute for National Strategic Studies, 
dependiente del Pentágono, clasifican los Estados según 
su grado de aproximación a una tipología creada por el 
instituto. Estos son: Estados de núcleo (core states), 
Estados en vías de transición (transition estates), Esta-
dos canallas (rouge states), y Estados fracasados (failed 
states). La clasificación y calificación varía en función de 
las afinidades que presenten los Estados con respecto al 
modelo de Washington (p. 262).

 Para esta práctica colonialista tanto los “Estados Canallas” (Irak, Siria, 
etc.) como los “Estados Fallidos” (Haití, algunos países del África subsaharia-
na, una pretensión en Venezuela a partir de las MCU, etc.), son susceptibles 
de ser intervenidos militarmente para “proteger los derechos humanos”, 
“constituir regímenes democráticos”. Es decir, esta tipología se ha convertido 
en un argumento más para justificar cualquier tipo de agresión a los países, 
que busca aleccionar a la ciudadanía. Hay en particular una política que da un 
marco legal a las “intervenciones humanitarias”: en estos momentos crece la 
monstruosa institucionalización de un tribunal político internacional comanda-
do por el imperialismo para juzgar y condenar hasta a prisión perpetua a desta-
cados defensores de sus pueblos y países (Cunhal, 2006; p. 63).

 Países como Irán, Siria, Cuba, Nicaragua, Rusia, Bielorrusia, Yemen, 
China o Venezuela, en diversas proporciones son agredidos por múltiples 
MCU, por diversas formas de propaganda, y hostigamiento militar en función 
de contrarrestar su independencia y soberanía. Frente a esta situación, hoy 
más que nunca es vital la defensa del derecho humano a la paz y al desarrollo 
de todos los pueblos.
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 En relación a las MCU, Daymar Martes (2021), analizando la obra de 
Richard Nephew, El arte de las sanciones: una mirada desde el terreno publi-
cado en 2017, explica que para el autor y funcionario estadounidense, “las 
sanciones deben ser hechas a la medida…” de cada país que se vaya agredir, 
por lo cual en su implementación el país agresor debe evaluar ocho elemen-
tos:

¡Desbloqueen nuestros derechos! 

1. Características del sistema político del país a sancionar e identi-
ficación de los líderes sobre los cuales se puede ejercer presión 
externa.

2. Características del tipo de economía nacional, su nivel de inser-
ción en el sistema financiero internacional y el tamaño de su 
sector público y privado.

3. Naturaleza de las relaciones comerciales del Estado a sancio-
nar: países con los que comercia y su principal ruta de relaciona-
miento internacional, si es gubernamental o entre entidades del 
sector privado.

4. Valores culturales de la sociedad. En este punto, la legitimidad y 
cercanía del Estado-nación con las Naciones Unidas y las institu-
ciones multilaterales, así como la importancia de la religión, por 
ejemplo. El conocimiento de estos aspectos puede “servir para 
encauzar el tipo de sanción que se debe utilizar”.

5. Eventos trascendentales en la historia reciente del país, tales 
como conflictos armados, conmoción política, desastres natura-
les, recesión económica o, por el contrario, largos períodos de paz. 
Este panorama “puede ayudar a dibujar un panorama del tipo de 
dolor que puede requerirse para sacudir el liderazgo de un país y 
obligarlo a tomar otro sendero”.
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6. Composición demográfica del país para lograr un direcciona-
miento más eficaz sobre ciertos sectores de la sociedad: hom-
bres, mujeres, estudiantes o poblaciones urbanas.

7. Acceso a las fuentes externas de la información para entender 
la estructura mental de la población y de la dirigencia guberna-
mental al experimentar las sanciones.

8. Características nacionales del país a sancionar (tamaño y fron-
teras, motores económicos) para una evaluación de la factibilidad 
de las medidas a aplicar. (Martes, 2021, p. 6)
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 Por esta razón, Idriss Jazairy (2019), Relator Especial sobre las repercu-
siones negativas de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los 
derechos humanos, destaca que la aplicación de MCU cada vez más agresi-
vas en todo el mundo, es un rasgo destacado de las relaciones internaciona-
les, que está aumentando los niveles de sufrimiento de millones de personas 
inocentes. No hay duda que las sanciones económicas y los bloqueos son 
cada vez más una amenaza para la paz y la seguridad internacional, ya que su 
uso injustificado y sistemático eleva a niveles críticos las contradicciones 
entre Estados, propiciando a su vez la violación de los derechos humanos, al 
tiempo que desequilibra la estructura del sistema de seguridad colectivo 
establecida formalmente en la Carta de las Naciones Unidas.

 Para este Relator Especial, resulta falaz la afirmación que las MCU son 
un medio para ejercer presión sobre Estados hostiles a fin de evitar un enfren-
tamiento militar. Por el contrario, en la actualidad el incremento de la aplica-
ción de bloqueos y regímenes de sanciones que prácticamente constituyen 
embargos completos, obligan a los Gobiernos agredidos a rendirse incon-
dicionalmente. Más que un instrumento diplomático, las MCU se presentan 
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 cada vez más como una antesala de enfrentamientos bélicos, aun 
cuando el Artículo 2, párrafo 4, de la Carta de las Naciones Unidas, consagra 
la obligación de los Estados de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso 
de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cual-
quier Estado o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de la 
ONU. 

 En este orden es importante señalar, que en los considerandos de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (CEDAW), se expresa claramente que los Estados que la suscriben 
respaldan lo siguiente:

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden eco-
nómico internacional basado en la equidad y la justicia contri-
buirá significativamente a la promoción de la igualdad entre 
el hombre y la mujer,  

Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las 
formas de racismo, de discriminación racial, colonialismo, 
neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación extranje-
ras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados 
es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del 
hombre y de la mujer, 

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad 
internacionales, el alivio de la tensión internacional, la coope-
ración mutua entre todos los Estados con independencia de 
sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y 
completo, en particular el desarme nuclear bajo un control 
internacional estricto y efectivo, la afirmación de los princi-
pios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las rela-
ciones entre países y la realización del derecho de los pueblos 
sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación 
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extranjera a la libre determinación y la independencia, así 
como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad 
territorial, promoverán el progreso social y el desarrollo y, en 
consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre 
el hombre y la mujer,… 

 Es evidente entonces, que las MCU y cualquier forma de bloqueo contra 
un país constituye una agresión írrita que atenta contra los DDHH de la pobla-
ción civil.
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MCU contra Cuba, Irán y Rusia

Cuba
 Aun cuando en 2014 se generaron expectativas positivas debido al 
reconocimiento por parte del Presidente Barack Obama del fracaso político 
del bloqueo criminal a Cuba desde 1960, tomando en consecuencia un con-
junto de medidas tendientes a normalizar las relaciones entre los dos países, 
el triunfo electoral de Donald Trump, dio al traste con estas pretensiones, 
impulsando desde 2017 una política de endurecimiento al aislamiento econó-
mico completo de la mayor de las Antillas, a través del Memorando Presiden-
cial de Seguridad Nacional sobre el fortalecimiento de la política de Estados 
Unidos hacia Cuba (Oxfam, 2021). Lo anterior implicó que el gobierno Trump, 
aplicara 243 MCU contra Cuba; 55 sólo en el año 2020, las cuales sobresalie-
ron por su sistematicidad e intencionalidad.

 En este sentido, hay que resaltar, que el 2 de mayo de 2019, la adminis-
tración norteamericana reactivó las disposiciones del Título III de la Ley Hel-
ms-Burton de 1996, lo cual expandió el alcance del bloqueo a las empresas 
extranjeras que realizan actividades comerciales con Cuba. De acuerdo a esta 
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medida agresiva, se permite iniciar acciones civiles ante los tribunales de los 
Estados Unidos contra empresas europeas (y empresas de otros países, por 
ejemplo, Canadá) por “tráfico” de bienes inmuebles confiscados por el Gobier-
no cubano a propietarios estadounidenses después del triunfo de la Revolu-
ción en 1959 (Jazairy, 2019).

 El anterior consenso entre la Unión Europea y los Estados Unidos, que 
permitió a partir de 1998 inversiones europeas en Cuba, quedó derogado con 
la reactivación del Título III, ya que esto permite nuevamente la aplicación de 
leyes extraterritorialmente. Por ejemplo, en 2019 el Gobierno estadounidense 
sancionó a 27 empresas, 54 embarcaciones y tres individuos por comerciali-
zar combustibles hacia Cuba, aun cuando dichos actores económicos no 
eran de origen estadounidense o bajo la jurisdicción de ese país, evidencián-
dose el carácter extraterritorial de dichas medidas hacia la isla. Frente a este 
atropello, la Unión Europea ha realizado reclamos contra una medida que 
viola flagrantemente las normas generalmente aceptadas del comercio inter-
nacional. También destaca, como justificación de dichas MCU, la incorpora-
ción por parte de la administración de la Casa Blanca, de Cuba a la Lista de 
Países Patrocinadores del Terrorismo.

 Es importante señalar, que el bloqueo y el conjunto de MCU a Cuba han 
causado daños esenciales a su economía, de acuerdo a informaciones guber-
namentales e investigaciones internacionales. Esta coerción económica ha 
causado efectos devastadores en el disfrute de los derechos humanos de 
cubanos y cubanas. En este sentido Oxfam (2021) expresa que en la actuali-
dad: 

Los daños reales producidos por los vaivenes de la política 
norteamericana violentan los derechos de la ciudadanía 
cubana, obstaculizan el desarrollo local en las esferas econó-
mica, social y ambiental. Entorpecen el acceso a medicamen-
tos para tratamientos específicos y a insumos para la produc-
ción de pruebas que permiten el diagnóstico de la COVID-19 o 
a equipamientos y materiales para la producción de las vacu-
nas cubanas y su aplicación. (p. 10)
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 Para dar un ejemplo de las afectaciones concretas que causan las MCU, 
el Ministerio de Relaciones Exteriores cubano en un Informe de 2020, expre-
saba que en un año esta política agresiva había causado pérdidas en la esfera 
de la salud de aproximadamente 160 millones 260 mil dólares, siendo los per-
juicios económicos acumulados durante casi seis décadas de aplicación de 
las MCU de más de 3 millardos de dólares en el sector de la salud. Un dato 
concreto, el país caribeño no puede acceder a prótesis auditivas de alta tec-
nología, incluyendo las baterías y las piezas de repuesto, ya que en su mayoría 
estos equipos tienen algún componente estadounidense. Es prácticamente 
imposible el acceso a distintos dispositivos de alarmas destinado para perso-
nas sordas, como son alarmas de bebé, despertadores, relojes de pulsera, 
timbres lumínicos, etc., debido a que la mayoría de los equipos más asequi-
bles están compuestos en un 10% por piezas estadounidenses.

 Otro dato esclarecedor del Informe antes mencionado, es que entre 
2019 y 2020, la falta de combustible obstaculizó la siembra de 12 mil 399 hec-
táreas de arroz, lo cual trajo como consecuencia dejar de producir 30 mil 130 
toneladas de este cereal esencial. De igual manera, la afectación de la movili-
dad y transporte impidió la producción de 2 millones de litros de leche y 481 
toneladas de carne. Todo lo anterior perjudicó parte de la alimentación básica 
de la sociedad cubana.

 Desafortunadamente, esta terrible situación impulsada por la adminis-
tración estadounidense no ha cesado, pese a que las reiteradas condenas de 
la comunidad internacional a las MCU impuestas a Cuba han generado un 
consenso prácticamente universal, donde más de 185 países han apoyado en 
los últimos años resoluciones de la Asamblea General de la ONU sobre la 
necesidad de poner fin al bloqueo económico, comercial y financiero.
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República Islámica de Irán

 En los últimos años, Irán ha estado sometida a un embargo comercial 
general, el cual se aplica a terceras partes en todo el mundo, con una serie de 
consecuencias adversas para las empresas que lleven a cabo actividades 
comerciales en los Estados Unidos. Dicho embargo viola la resolución 2231 
(2015) del Consejo de Seguridad, privando a su vez al país persa de las medi-
das de socorro a las que tiene derecho en virtud del Plan de Acción Integral 
Conjunto.

 Como resultado de lo anterior, se ha registrado un colapso del comercio 
entre la Unión Europea e Irán, ya que la mayoría de las empresas no están dis-
puestas a arriesgar su acceso a los mercados norteamericanos o a sufrir san-
ciones financieras o penales en los Estados Unidos. Las empresas europeas 
en este sentido han padecido grandes pérdidas al dejar de comerciar o inver-
tir en la República Islámica de Irán.

 Por otro lado, es importante destacar que los pagos y las transacciones 
financieras se han visto afectadas por las prohibiciones del uso del sistema 
internacional de pagos por transferencia bancaria (especialmente el sistema 
SWIFT), lo cual hace ineficaces las exenciones vinculadas al ámbito humani-
tario. Al no existir capacidad de pago internacional, no pueden importarse 
alimentos o medicamentos. Instituyéndose de esta forma un bloqueo ilegal, 
un conjunto de represalias colectivas, ambas prácticas prohibidas por el dere-
cho humanitario (Jazairy, 2019). 

 Aun cuando un conjunto de potencias de Europa creó el instrumento de 
apoyo a los intercambios comerciales (INSTEX), para el comercio legítimo 
(productos farmacéuticos y alimentarios fundamentalmente) entre empresas 
europeas e iraníes, en función de proteger dichas operaciones económicas de 
los efectos de las sanciones secundarias y extraterritoriales de los Estados 
Unidos, el comercio no ha podido recuperar los niveles anteriores a 2013.
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 Por último, debe destacarse, que tal como sucede con otros países 
víctimas de MCU, las exenciones humanitarias de las sanciones son inefica-
ces, lo cual constituye una violación flagrante del derecho humanitario.

Federación de Rusia
 A partir de marzo de 2014, Estados Unidos y la UE han impuesto progre-
sivamente una serie de MCU contra Rusia. Hasta la fecha se han llevado a 
cabo más de 20 rondas de sanciones a diversos sectores de la economía 
rusa. 

 Pese a que Rusia tiene un conjunto de fortalezas en su aparato producti-
vo industrial, las MCU han dañado la economía, produciendo una desacelera-
ción del crecimiento del PIB. Tanto la ONU como fuentes rusas señalan que 
entre 2014 y 2018, la economía del país euroasiático perdió alrededor de 
55.000 millones de dólares.

 Si bien es cierto estas medidas han permitido a Rusia potenciar sus 
capacidades nacionales tanto industriales como agrícolas, es decir, han incre-
mentado los niveles de soberanía económica (Mestre Jordá, 2018), la ciuda-
danía rusa ha sufrido los efectos negativos de las MCU en su vida cotidiana, 
debido al incremento de los precios de los bienes de primera necesidad (Ja-
zairy, 2019). 
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MCU contra Venezuela

 Desde 1999 con la promulgación de la Constitución Bolivariana, Vene-
zuela se posicionó en la vanguardia mundial en materia de Derechos Huma-
nos. Nuestro texto constitucional, uno de los más avanzados en materia de 
derechos políticos, sociales, económicos y culturales, consagró de forma 
explícita los derechos humanos fundamentales, incluyendo todas las genera-
ciones de conquistas que en esta materia se han desarrollado en las últimas 
décadas. Tanto los derechos consagrados en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, como aquellos consagrados en el Pacto Internacional de 
los Derechos Civiles y Políticos y en el Pacto Internacional de los Derechos 
Sociales, Económicos y Culturales, están desarrollados plenamente en la 
Carta Magna. 

 Los derechos ciudadanos y políticos democráticos, se han ampliado 
en el país. Se ha logrado la expansión de los derechos humanos de diver-
sos sujetos sociales vulnerables como las personas en situación de pobre-
za, los niños, niñas y adolescentes, las mujeres, los pueblos originarios y 
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afro-venezolanos. Todos estos sujetos sociales hoy cuentan con leyes e insti-
tuciones específicas para promover su desarrollo integral, protegerlos de las 
diversas formas de violencia y discriminación de la cual han sido histórica-
mente víctimas en una sociedad tradicionalmente adultocéntrica, patriarcal, 
colonial y racista. 

 Sin embargo, este impulso se ve afectado particularmente a partir del 
año 2014, fecha en la que Venezuela comienza a ser objeto de un conjunto de 
medidas coercitivas impuestas unilateralmente, especialmente por Estados 
Unidos, que han impactado de forma alarmante sobre el ejercicio pleno de los 
derechos humanos de la población, pero muy especialmente de las mujeres y 
niñas venezolanas. 

 Las dimensiones del bloqueo económico y financiero dan cuenta de la 
comisión del delito de lesa humanidad perpetrado contra pueblo venezolano, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 7 literal K, del Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, contemplado como diferentes tipos de actos inhu-
manos graves que reúnen dos requisitos: “la comisión como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil, y con conoci-
miento de dicho ataque”. 

 Desde el año 1999 la República Bolivariana de Venezuela es objeto de 
ataques internos y externos de diversa naturaleza. Una agresión que tiene 
efectos fundamentalmente contra la población civil venezolana. Una muestra 
de esos ataques en materia económica fue el paro petrolero del año 2002 que 
causó grandes pérdidas, cuyas consecuencias tuvieron incidencia directa 
sobre la situación económica del país. Esta acción contra la industria estatal 
venezolana ocasionó una contracción de 9,2% del Producto Interno Bruto 
(PIB), la caída de la actividad comercial en 27,7%, pérdidas de PDVSA por 
2.598 millones de dólares en crudo no exportado, 267 millones de dólares por 
ventas internas no realizadas y 841 millones de dólares por importación de 
combustible. 
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 En 2007, el ex Secretario de Estado (EEUU) Lawrence Eagleburger (falle-
cido en 2011) declaró en el noticiero Fox que el atractivo de Hugo Chávez para 
la ciudadanía “sólo funcionará mientras la población venezolana vea que con él 
existe la posibilidad de un mejor estándar de vida. Si en algún momento la eco-
nomía realmente empeora, la popularidad de Chávez dentro de su país con toda 
seguridad caerá: esa es, en principio, el arma que tenemos contra él, un arma 
que deberíamos estar usando, es decir, las herramientas económicas para ma-
lograr su economía y lograr así que su atractivo dentro del país y la región dis-
minuya. […] Cualquier cosa que podamos hacer para que su economía entre en 
dificultades, en este momento, es buena, pero hagámoslo de manera que no 
nos ponga en conflicto directo con Venezuela y si es que podemos hacerlo sin 
problemas” (Zizek, 2012, p. 38).

 Esta confesión de parte, demuestra que tales medidas no son una 
acción aislada sino intencionada, con pleno conocimiento de sus efectos en 
la población civil. Todo enmarcado en una estrategia que como destaca 
Ceceña (2014), busca el aislamiento y la demonización, la aplicación de una 
fuerza sobredimensionada para destruir y humillar lo que los dirigentes esta-
dounidenses denominan como enemigo estratégico regional.

 Los efectos que se evidencian hoy con el conjunto de MCU contra el 
país, aún tiene el desafío de ser cuantificados, no sólo en pérdidas económi-
cas y materiales, sino fundamentalmente por su impacto en la vida de las per-
sonas, y especialmente de las poblaciones más vulnerables, donde destacan 
las mujeres y las niñas.

 Se trata de una acción deliberada en marcha, de la que hoy es posible 
dar cuenta por su impacto en la dependiente economía venezolana, y por su 
clara intencionalidad de desmejorar la calidad de vida de las venezolanas y 
los venezolanos con el fin de hacer mermar la legitimidad del Gobierno. 
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 La dirigencia norteamericana frente al fracaso del Golpe de Estado 
tradicional, la paralización de la industria petrolera, de las revoluciones de 
colores, vienen asumiendo como táctica golpear la estabilidad de la econo-
mía venezolana para derrotar al gobierno. Para ello cuentan con todo el apoyo 
de sectores importantes de la élite venezolana y colombiana, cuentan con 
poderosos medios de comunicación y eficaces usos de la rumorología, cuen-
tan con agentes encubiertos, mafias, redes de corrupción y operadores políti-
cos. Se trata de exacerbar algunas prácticas presentes en la economía vene-
zolana ya de por si deformada, para que la misma entre en un espiral de des-
equilibrios. Se materializa igualmente una guerra psicológica de desgaste 
mediante el uso de armas económicas y propagandísticas.

 Los Objetivos fundamentales de esta agresión que cuenta con las MCU 
como armas fundamentales son: 

• Quebrar al Estado venezolano mediante un proceso de descapitaliza-
ción forzosa.
• Destruir el poder adquisitivo de la población venezolana para deslegiti-
mar el gobierno del Presidente Nicolás Maduro. 
• Derrotar de forma definitiva y duradera la propuesta política que repre-
senta la Revolución Bolivariana.

 En este sentido, en el año 2013, luego del fallecimiento del Presidente 
Hugo Chávez Frías, se agudiza la arremetida de guerra económica abierta 
contra el país, impactando drásticamente la vida la ciudadanía. Las fuerzas 
conservadoras internacionales y sectores antidemocráticos venezolanos 
desatan una contraofensiva de amplio espectro (Guerra económica, psicoló-
gica, ideológica, violencia criminal, etc.), aprovechando la circunstancia 
adversa, siendo el objetivo final es derrotar por cualquier vía el Gobierno legíti-
mamente constituido y electo.
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 La caída de la producción y de los precios internacionales del barril 
petrolero afecta de forma directa el crecimiento de la economía venezolana, 
la disponibilidad de recursos financieros. Tengamos en consideración que la 
exportación petrolera aporta a Venezuela más del 93% de sus divisas, dólares 
que se destinan a las Reservas Internacionales y a las importaciones de 
bienes y servicios. 

 Ahora bien, la agresión a Venezuela, se manifestó con el incremento de 
acciones violentas de calle y de guerra económica que limitaron e impidieron 
en muchos casos el ejercicio pleno de los derechos humanos, especialmente 
de las mujeres y niñas, quienes han sido un objetivo fundamental de la agre-
sión en los tiempos de mayores dificultades entre 2014 y 2018, cuando 
comienzan a desaparecer los insumos básicos y esenciales en la rutina diaria 
de sus vidas, tales como productos de higiene personal, alimentos, pañales 
para niños y niñas, para adultos y adultas, artículos de limpieza para el hogar, 
anticonceptivos, medicamentos, entre otros, impactando radicalmente sobre 
la vida cotidiana; con el intento fallido de sacar a las mujeres de la determi-
nante movilización social que han tenido en la vida pública y política en los 
últimos años.

 La Orden Ejecutiva del Presidente Barack Obama (ratificada y ampliada 
por Donald Trump) declarando a nuestro país como" una amenaza inusual y 
extraordinaria" ha servido de marco para un conjunto de acciones que se 
traducen en un bloqueo económico y financiero contra la población civil vene-
zolana, violando sus derechos humanos, lo que impide el ejercicio del dere-
cho a la salud, a la alimentación y el acceso a bienes y servicios de primera 
necesidad. Se agrega a esta situación un conjunto de derechos, como son los 
derechos sexuales y los derechos reproductivos que atentan incluso contra la 
dignidad de las personas, y las someten a una limitación concreta de la posi-
bilidad de decidir de manera libre el ejercicio pleno de su sexualidad.
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 En este orden, a partir del año 2014 la República Bolivariana de Vene-
zuela ha venido siendo objeto de una serie de MCU, en el marco de una guerra 
de agresión y brutal asedio económico, financiero, político y diplomático, 
impuestas unilateralmente por los Estados Unidos de América y varios países 
de Europa con un impacto grave en la población en general, y de las mujeres 
y niñas en particular, al impedir efectivamente el disfrute y ejercicio de dere-
chos humanos basado en una lógica que busca precipitar el sufrimiento eco-
nómico y social de la población como un arma efectiva para el cambio de 
gobierno.

 Estas acciones consisten en una ofensiva que combina, Leyes y Órde-
nes Ejecutivas y designaciones de la lista de la Oficina de Control de Activos 
Extranjeros del Departamento del Tesoro de EE. UU. (OFAC, por sus siglas en 
ingles). Las Órdenes Ejecutivas apuntan de manera general a las instituciones 
del Estado venezolano encargadas de las finanzas del país, de las actividades 
de comercio internacional de diversa índole, y con especial dureza, contra el 
punto de gravitación de la economía venezolana: la empresa Petróleos de 
Venezuela (PDVSA).

 Desde el año 2014 Venezuela ha sido agredida con MCU a más de 192 
personas, 140 empresas privadas, 10 empresas públicas, 69 embarcaciones, 
30 buques petroleros, 58 aeronaves, entre otras entidades sancionadas. De 
los daños directos producto de estas medidas, destacan el secuestro de más 
de 31 toneladas de oro venezolano por parte del Banco de Inglaterra, y el Blo-
queo de más de 7 mil millones de dólares en diversos bancos en el extranjero.

 Ahora bien, sería realmente extenso colocar aquí cada una de esos 
ignominiosos documentos coercitivos, para mostrar el alcance de la afecta-
ción de los mismos, mostraremos los más relevantes de ellos. Entre las MCU 
norteamericanas están: 1 Ley del Congreso, 7 Órdenes Ejecutivas (13692, 
13808, 13827, 13835,13850, 13857 y 13884) y más de 53 actos administrati-
vos que aplican alguna restricción a países, personas, entidades, aeronaves y 
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buques por parte del Departamento del Tesoro, Departamento de Transporte 
y Departamento de Comercio (Ministerio del Poder Popular para Relaciones 
Exteriores, 2021). 

Revisemos un poco más en detalle:

 En primer lugar destaca, la Ley Pública 113-278¹  de 2014 del Congreso 
de los Estados Unidos: la “Ley Pública de Defensa de los Derechos Humanos 
y la Sociedad Civil”. Esta constituye el hito inicial en el que las administracio-
nes estadounidenses inician un conjunto de progresivas agresiones directas 
e indirectas. Este instrumento legal prohíbe a cualquier persona con ciudada-
nía estadounidense, así como a personas naturales o jurídicas en suelo esta-
dounidense (empresas privadas, organizaciones de la sociedad civil, institu-
ciones de beneficencia, entre otras) realizar cualquier tipo de negociación o 
transacción comercial con representantes del Estado venezolano, así como la 
previsión de amplias sanciones a quien así lo hiciere. Implica de hecho, un 
bloqueo económico, financiero y comercial contra Venezuela.

 Posteriormente, fue esencial la promulgación de la Orden Ejecutiva 
13692² del 8 de marzo de 2015, emanada de la presidencia de los EE.UU. 
encabezada por Barack Obama, la cual califica a Venezuela como una amena-
za inusual y extraordinaria para la seguridad nacional y la política exterior de 
Estados Unidos, lo que le permite a los presidentes norteamericanos a partir 
de ese momento, imponer unilateralmente medidas sancionatorias o conge-
lar ciertos bienes.

 

¹Venezuela Defense of Human Rights and Civil Society Act of 2014. Recuperado de: https://www.congress.go-
v/113/plaws/publ278/PLAW-113publ278.htm
²  Blocking Property and Suspending Entry of Certain Persons Contributing to the Situation in Venezuela. Recuperado de:  
home.treasury.gov/system/files/126/venezuela_gl14.pdf
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 Más adelante, la Orden Ejecutiva 13808³  del 24 de agosto de 2017, dic-
tada por el presidente Donald Trump, impone medidas coercitivas adiciona-
les, estableciendo la prohibición de las transacciones de financiamiento y 
otros negocios de personas norteamericanas o en el territorio de EE.UU. con 
relación a nuevas deudas con PDVSA o el gobierno de Venezuela, tenencia de 
bonos, pago o distribución de ganancias de cualquier entidad perteneciente o 
controlada, directa o indirectamente, por el gobierno de Venezuela, lo que 
incluye al BCV, PDVSA y cualquier persona que actúe en nombre del Estado 
venezolano.

 De igual forma, el 19 de marzo de 2018, la presidencia estadounidense 
emite la Orden Ejecutiva 138274  sobre Adopción de medidas adicionales para 
abordar la situación en Venezuela, en la que prohíbe transacciones financie-
ras y cualquier otro tipo de negocios con personas estadounidense o en el 
territorio de EE.UU. en relación con la nueva moneda digital, “Petro”, emitida 
por el gobierno de Venezuela, a partir del 9 de enero del 2018, incluyendo al 
Banco Central de Venezuela, PDVSA y cualquier persona que actúe en nombre 
del Estado venezolano.

 Ese mismo año 2018, el gobierno de Trump emite la Orden Ejecutiva 
138355  sobre Prohibición de ciertas transacciones adicionales con respecto 
a Venezuela, la cual establece que: 

 (a) Todas las transacciones relacionadas con la provisión de 
financiamiento y otros tratos en los siguientes por una persona de 
los Estados Unidos o dentro del Estados Unidos está prohibido:

 ³imposing Additional Sanctions With Respect to the Situation in Venezuela. Recuperado de: home.treasury.gov/system/-
files/126/venezuela_gl18a.pdf
 4Taking Additional Steps to Address the Situation in Venezuela Recuperado de: home.treasury.gov/system/files/126/ve-
nezuela_gl14.pdf
5 Prohibiting Certain Additional Transactions With Respect to Venezuela. Recuperado de home.treasury.gov/system/fi-
les/126/venezuela_gl5a.pdf
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((i) La compra de cualquier deuda contraída con el Gobierno de 
Venezuela, incluyendo cuentas por cobrar;

(ii) Cualquier deuda con el Gobierno de Venezuela que se compro-
meta como colateral después de la fecha de vigencia de esta 
orden, incluidas las cuentas por cobrar poder; y

(iii) la venta, transferencia, cesión o pignoración como garantía por 
parte del Gobierno Venezuela de cualquier participación acciona-
ria en cualquier entidad en la que el gobierno de Venezuela tiene 
una participación del 50 por ciento o más.

 También debe destacarse, la Orden Ejecutiva 138506  de la oficina presi-
dencial, relativa a Bloquear la propiedad de otras personas que contribuyan a la 
Situación en Venezuela, contra las operaciones de comercialización del oro, la 
cual contempla que: 

Todos los bienes e intereses sobre bienes que se encuen-
tran en los Estados Unidos, que en lo sucesivo se encuen-
tren dentro de los Estados Unidos, o que estén o en el 
futuro estén en posesión o control de cualquier persona 
de los Estados Unidos de las siguientes personas están 
bloqueadas y no pueden ser transferidas, pagadas, 
exportadas, retiradas o negociadas de otra manera: cual-
quier persona determinada por el Secretario del Tesoro, 
en consulta con el Secretario de Estado se prohíbe:

(i) operar en el sector del oro de la economía venezolana 
o en cualquier otro sector de la economía venezolana 
según lo determine el Secretario de Hacienda, en consul-
ta con el Secretario de Estado.
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 6Blocking Property of Additional Persons Contributing to the Situation in Venezuela. Recuperado de https://www.trea-
sury.gov/resource-center/faqs/Sanctions/Pages/faq_iran.aspx#628
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 Finalmente deben resaltarse, la Orden Ejecutiva 138577, Sobre la Adop-
ción de medidas adicionales para abordar la emergencia nacional con respecto 
a Venezuela, emanada de la presidencia de los EE.UU. el 25 de enero de 2019, 
la cual establece el bloqueo de los activos de PDVSA-Citgo en ese país, y que 
de facto ha implicado el robo de esos activos de la nación venezolana. 

 O la Orden Ejecutiva 138848  del 5 de agosto de 2019, que decreta el Blo-
queo de propiedad del Gobierno de Venezuela en los EE.UU. al señalar que:

Todas las propiedades e intereses en propiedad del Gobierno 
de Venezuela que están en Estados Unidos, que de aquí en 
adelante vengan a los Estados Unidos, o que estén o que en el 
futuro estén en posesión o control de cualquier persona de 
los Estados Unidos están bloqueados y no pueden ser trans-
feridos, pagado, exportados, retirados o negociados de otra 
manera.

 7Taking Additional Steps To Address the National Emergency With Respect to Venezuela. Recuperado de https://home.-
treasury.gov/system/files/126/13857.pdf

8Blocking Property of the Government of Venezuela. Recuperado de: http://home.treasury.gov/system/fi-
les/126/13884_0.pdf
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 Las consecuencias económicas de estas MCU, han sido de gran calado. 
En el último lustro, la producción de Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA) ha 
confrontado enormes adversidades, se dio la caída drástica de los precios 
petroleros internacionales entre 2014-2016, de 96 dólares el barril cayó el 
precio hasta 26,5 dólares, y en el año 2020 también se registró una caída sus-
tancial del precio del barril por debajo de los 10 dólares incluso. A su vez se 
produjo la caída estrepitosa de la producción petrolera nacional, una caída 
que redujo la producción de 2.373.000 barriles diarios en 2014 a 760.000 
barriles diarios para el mes de febrero de 2020 (OPEC, 2015, 2020). 

Todo lo anterior en el marco de un contexto político convulso, signado por las 
MCU que tanto el Gobierno estadounidense como la Unión Europea han des-
encadenado desde 2014, cuando es aprobada por el Congreso de los Estados 
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Unidos, la Ley Pública 113-278, que adelanta las primeras prohibiciones arbi-
trarias contra PDVSA. También es importante destacar, la Orden Ejecutiva del 
21 de mayo de 2018, la cual prohíbe: Las transacciones de financiamiento y 
otros negocios en relación con la compra de cualquier deuda con el gobierno 
venezolano; así como también, la venta, transferencia, cesión o declaración 
como garantía por parte del Gobierno de Venezuela, incluyendo a PDVSA, y el 
Banco Central de Venezuela (Hernández & Salazar, 2019). 

 Al derrumbarse la producción petrolera (producto de los vaivenes del 
mercado mundial, de las MCU y de malos manejos administrativos internos), 
esto ha afectado a toda la economía venezolana en su conjunto, ya que se ha 
registrado una importante contracción de las importaciones tanto de insu-
mos industriales como de bienes de consumo que satisfacen las necesida-
des del mercado venezolano, esto ha producido importantes niveles de esca-
ses en diversos rubros, lo que ha repercutido en un aumento descontrolado 
de la inflación, de hecho entre 2016 y 2019 se registraron niveles de hiperinfla-
ción inéditos en el mundo, que han desestructurado el poder adquisitivo de la 
sociedad venezolana, elevando sustancialmente la pobreza, y con ello su 
feminización.

 Es evidente que el panorama anterior ha destruido sectores industriales 
pequeños e intermedios; de acuerdo a cifras del Banco Central de Venezuela 
(BCV), la producción manufacturera cayó 77,13% entre abril de 2013 y enero 
de 2019, esta drástica caída de la producción se tradujo en un inusitado incre-
mento histórico de los precios de las manufacturas, al punto que la variación 
del índice de precios calculado según el Índice de Paasche por el BCV, fue de 
5.194.247% durante dicho periodo (Pernía, 2019).

 Para tener una idea más precisa y aproximada del impacto destructivo 
de las MCU en la economía venezolana es importante revisar con atención el 
siguiente esquema:
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Fuente: Ministerio del Poder Popular para Economía, Finanzas y Comercio Exterior. (2020).

 De igual forma, de acuerdo al Banco Central de Venezuela (2021) y al 
Fondo Monetario Internacional (2021), el PIB pasó de 203 mil millones de 
dólares para 2014 a 42 mil millones de dólares proyectados para 2021, una 
caída cercana al 80%. Mientras que, en relación a las Reservas Internaciona-
les, el BCV señala que las mismas pasaron de 22 mil millones de dólares en 
2014 a poco más de 6 mil millones de dólares para 2020.

 Por otro lado, el Ministerio del Poder Popular de Planificación (2021), en 
su Informe más actualizado de Venezuela en Cifras, muestra en un cuadro 
que presentamos a continuación, de qué forma han caído sustancialmente 
las importaciones desde 2014 a 2019. 
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Nota: 2019 Provisional.
Fuente: - Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria, SENIAT – Instituto 
Nacional de Estadística, INE. 

 Un dato esclarecedor que nos da este informe, es que en esta drástica 
caída de las importaciones en general que se registra a partir de 2014, la 
importación de alimentos pasó de 10 mil millones dólares en 2014 a menos 
de mil millones de dólares en 2019, una caída superior al 90%.

 En este sentido, la investigadora Pasqualina Curcio (2020), de acuerdo 
a estimaciones realizadas con modelos econométricos, considera que entre 
2016 y 2019 las pérdidas económicas de Venezuela ascendieron a 194.192 
millones dólares, como consecuencia directa de las MCU, y de las repercusio-
nes indirectas que estas tuvieron en el desempeño de la industria petrolera y 
en la estabilidad monetaria. Esta especialista explica que este monto de 
recursos equivale aproximadamente a 16 meses de producción nacional, o a 
las importaciones totales anuales para 15 años, o a recursos suficientes para 
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 Es evidente entonces, que producto de dicho deterioro de la economía 
nacional, las consecuencias sociales no se han hecho esperar. Al respecto 
Alena Douhan (2021), Relatora Especial de la ONU sobre el impacto negativo 
de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos huma-
nos, informa que producto de dichas medidas se ha obstaculizado la importa-
ción de alimentos, que en algunos rubros implican más del 50% del consumo 
interno, provocando una expansión de la malnutrición en los últimos 6 años, 
afectando aproximadamente a 2,5 millones de personas que presentan situa-
ción de inseguridad alimentaria grave. Buena parte de este sector de la pobla-
ción vulnerable ha disminuido el número de comidas diarias (1 o 2 en lugar de 
3); de igual forma, se ha registrado en estos sectores, la reducción tanto de la 
cantidad como de la calidad de los alimentos consumidos. Lo cual ha traído 
como consecuencia además de la malnutrición, la venta de los bienes del 
hogar para comer, con la consiguiente reducción de los gastos en salud, vesti-
do y educación; estos efectos lamentables han incidido de manera perniciosa 
en la estabilidad de las estructuras familiares de toda la sociedad, con una 
carga desproporcionada en los grupos vulnerables, produciéndose tensiones, 
violencia y separaciones; separaciones familiares producto de la migración 
por razones económicas; expansión de la economía informal y el trabajo 
infantil; crecimiento del tráfico y trata de personas; entre otros efectos lamen-
tables, con un impacto y quiebre en la familia venezolana. En relación al 
sector salud, resalta que sólo alrededor del 20% de los equipamientos médi-
cos están en funcionamiento óptimo; y el país enfrentó en 2017-2018 una 
grave crisis de acceso a las vacunas contra el sarampión, la fiebre amarilla y 
la malaria.

 Como ya expresó en su momento Idriss Jazairy (2019), anterior Relator 
Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas coercitivas unila-
terales en el disfrute de los derechos humanos:
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Las sanciones económicas impiden que el Gobierno de la 
República Bolivariana de Venezuela afronte la grave situación 
económica y crisis humanitaria que vive el país. Los bancos 
mundiales cumplen voluntariamente las sanciones de los 
Estados Unidos que prohíben las transacciones en las que 
intervengan ciertas deudas o acciones, y algunas otras opera-
ciones y servicios en los que participe el Gobierno, lo que, de 
hecho, impide el acceso de este a los mercados financieros. 
(p. 11)

 Tan negativo es el impacto de las MCU en los pueblos que las padecen, 
que António Guterres (2020), Secretario General de Naciones Unidas, ha 
expresado la necesidad de suspender dichas medidas en el marco del com-
bate a la expansión del Covid-19, ya que:

Los países sometidos a sanciones han tenido dificultades 
para acceder a medicamentos, asistencia médica y equipo de 
protección personal. Es importante reconocer las circunstan-
cias excepcionales y no aplicar las sanciones que pueden 
restar capacidad a los países para responder a la pandemia.

 En esta misma línea, Michelle Bachelet, Alta Comisionada de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos (Noticias ONU, 2020), advirtió en su 
momento que:

En un contexto de pandemia mundial, las medidas que obsta-
culizan la atención médica en cualquier país incrementan el 
riesgo que todos afrontamos. Las exenciones humanitarias 
anexas a las sanciones deberían aplicarse de manera más 
amplia y eficaz, mediante la autorización rápida y flexible de 
suministrar equipos y material médico.
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 Agregando posteriormente:

En la mayoría de estos países, los sistemas sanitarios se 
encuentran en situación de debilidad o fragilidad. El progreso 
en la defensa de los derechos humanos es fundamental para 
mejorar esos sistemas, pero las medidas que obstaculizan la 
importación de suministros médicos esenciales, -entre otras 
el exceso de celo de los bancos en el cumplimiento de las 
sanciones-, causarán perjuicios duraderos a las comunidades 
más vulnerables. La población de esos países no es respon-
sable en modo alguno de las políticas que han motivado las 
sanciones y, en diverso grado, ya han tenido que vivir en con-
diciones muy adversas durante largos periodos.

 De igual forma, Michelle Bachelet (2021), en su más reciente Informe 
sobre la Situación de los derechos humanos y la asistencia técnica en la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, ha reiterado lo siguiente:

Las medidas coercitivas unilaterales sectoriales exacerbaron 
las condiciones económicas y humanitarias preexistentes, 
afectando los recursos disponibles para garantizar y proteger 
los derechos humanos, en particular de las personas más 
vulnerables. A pesar de excepciones humanitarias existentes, 
el exceso de  cumplimiento de las medidas coercitivas  unila-
terales sectoriales, según se  reporta, ha agravado la escasez 
de medicamentos y ha limitado las importaciones de alimen-
tos, al tiempo que ha impuesto una carga adicional a las orga-
nizaciones de la sociedad civil, cuyos donantes e institucio-
nes financieras exigen información financiera adicional deta-
llada, desviando así las capacidades para trabajar eficazmen-
te, en particular en las zonas rurales y remotas. La escasez de 
combustible afectó negativamente en la producción y distri-
bución de alimentos, el transporte público, los servicios públi-
cos, la educación y el sector de la salud. El ACNUDH reitera 
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sus anteriores llamamientos para que se levanten las medi-
das coercitivas unilaterales sectoriales en vista de su impac-
to desproporcionado en el conjunto de la población, los 
cuales también han sido reiterados por la Relatora Especial 
sobre el impacto negativo de las medidas coercitivas unilate-
rales en el disfrute de los derechos humanos.

 Sin embargo, como ha denunciado la organización defensora de los 
DDHH, Sures (2021), de enero de 2020 y hasta marzo de 2021, tan sólo en 
estos meses en plena emergencia sanitaria mundial, los Estados Unidos (fun-
damentalmente la OFAC), la Unión Europa, el gobierno de Suiza y el gobierno 
de Reino Unido, dictaron 19 MCU contra el Estado venezolano, 38 personas de 
diversas nacionalidades, 31 empresas privadas prestadoras de diversos ser-
vicios y 13 buques petroleros. Dichas MCU afectaron fundamentalmente la 
dotación de combustibles necesarios para el desempeño del país, en un con-
texto donde el resto de las MCU ha obstaculizado la compra de equipamiento 
médico, medicamentos y vacunas imprescindibles para la contención y erra-
dicación del Covid19. Solo la solidaridad e independencia de países y gobier-
nos como Rusia, China, Cuba, Irán, Turquía, India entre otros, ha permitido que 
el país logre dotarse de elementos necesarios para enfrentar la pandemia.
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Efectos negativos de las MCU en los 
Derechos Humanos de las mujeres y 
niñas venezolanas

 Como hemos visto en líneas anteriores, la aplicación de las MCU se ha 
convertido en casi una década en caldo de cultivo para el desmejoramiento 
de la calidad de vida de las venezolanas y los venezolanos, generando la apa-
rición de fenómenos sociales, económicos y políticos no convencionales. En 
este punto, es de resaltar que el desmejoramiento de la salud y alimentación 
de la población, el deterioro de la calidad y acceso a los servicios públicos, la 
movilidad humana, la xenofobia, la migración de la capacidad técnica institu-
cional, la trata de personas, especialmente de mujeres y niñas, entre otros 
fenómenos, en gran medida fue provocado o exacerbado por las condiciones 
generadas por la aplicación de estas medidas criminales atentatorias contra 
el Derecho Internacional. No es casual en este orden, que en la Encuesta digi-
tal "Efectos negativos del bloqueo económico en los derechos humanos de 
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de las mujeres y niñas en Venezuela" desarrollada en 2021, los resultados de 
la consulta arrojaron lo siguiente:

¿Considera que la aplicación del bloqueo económico es una 
violación a los derechos humanos y del derecho a la paz?   Total 
De acuerdo 12,43% 
En desacuerdo 0,99% 
Muy de acuerdo 85,09% 
Muy en desacuerdo 1,49% 
Total general 100,00% 

 

 Ahora bien, dichos impactos y consecuencias, tendrán efectos diferen-
ciados en sectores específicos de acuerdo a las vulnerabilidades estructura-
les preexistentes, poniendo en riesgo derechos fundamentales y en muchos 
casos la vida de las personas. El enfoque de género y feminista permite preci-
sar que las afectaciones sobre la vida de mujeres y niñas venezolanas por 
razones de género, han sido más graves que en otros sectores sociales, 
debido a la desigual distribución de poder y recursos existente en las socieda-
des patriarcales.  Adicionalmente, el hecho de pertenecer a otros grupos dis-
criminados acentúa dichas afectaciones, tal como ocurre con niñas, adultas 
mayores, mujeres con discapacidad, indígenas, en condiciones de movilidad, 
entre otras. De acuerdo a la Encuesta digital antes mencionada, destaca el 
siguiente dato:

¿Considera que las mujeres y las niñas venezolanas (sea cual sea 
su condición personal, social o jurídica) son las principales 
afectadas por el bloqueo económico? 

Total 

De acuerdo 22,37% 
En desacuerdo 1,89% 
Muy de acuerdo 74,85% 
Muy en desacuerdo 0,89% 
Total general 100,00% 

 

 Los datos y experiencias que pasamos a exponer a continuación, dan 
muestra de la correlación entre la entrada en vigencia de las MCU y la afecta-
ción de los derechos humanos de las mujeres y niñas consagrados en la 
normatividad internacional y nacional, en instrumentos como la Declaración 
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 Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Dere-
chos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de los Derechos Sociales, Eco-
nómicos y Culturales, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres,  la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, entre otros instrumentos jurídicos.
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Derecho a la alimentación

 En primer lugar, debe destacarse que las MCU han afectado aspectos 
tan sensibles para una sociedad como es el acceso a los alimentos. Venezue-
la, como país petrolero, perdió en la primera mitad del siglo XX buena parte de 
su vocación agrícola, haciéndose dependiente en muchos rubros de la impor-
tación, sobre todo de cereales, en este contexto de vulnerabilidad de sobera-
nía alimentaria, las MCU han causado un daño sustancial, porque como ya se 
expresó, la importación de comida disminuyó de 10 mil millones dólares en 
2014 a menos de mil millones de dólares en 2019, una estrepitosa caída supe-
rior al 90%.
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 Para dar una idea precisa del impacto, es importante exponer un cuadro 
publicado por el Ministerio del Poder Popular de Planificación (2021), donde 
se expone claramente el Índice de Prevalencia de Sub-Alimentación (IPS) 
durante el periodo 1990-2019:

 Este cuadro evidencia que entre 2011 y 2013, la inseguridad alimentaria 
apenas afectaba entre 1% y 2% de la población venezolana, incrementándose 
sustancialmente el Índice de prevalencia de sub-alimentación a un 14% en 
2018, estamos hablando de un aumento que oscila entre el 500% y 700%, en 
relación a 2011 donde prácticamente Venezuela alcanzó la meta de ser un 
país de Hambre 0. Otro dato, indica que la cantidad de gramos de proteína dis-
ponible por día se redujo de 88,5 en 2014 a 55,1 en 2020. 
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 Esta situación, que afectó a los sectores sociales más vulnerables, fue 
más grave en el caso de las mujeres, teniendo en cuenta que Venezuela como 
el resto del mundo está signada por la feminización de la pobreza. Tengamos 
en cuenta a su vez, que cerca del 65% de los hogares pobres en el país tienen 
como cabeza de familia, a la mujer-madre sola, quien tiene que hacerse cargo 
de la manutención de sus hijas e hijos a falta de un padre u hombre que com-
parta las labores de crianza y cuidados. Por lo que el acceso a los alimentos 
depende mayoritariamente de ellas, y su búsqueda en estas condiciones 
representa una importante inversión de tiempo, esfuerzo, y estrés por garanti-
zar la alimentación de la familia, especialmente de las niñas y niños.   

 Por esta razón, en la Encuesta digital "Efectos negativos del bloqueo 
económico en los derechos humanos de las mujeres y niñas en Venezuela" que 
realizamos en 2021, las mujeres encuestadas consideren que el grupo de 
DDHH más impactados por las MCU se encuentran el derecho a la alimenta-
ción y el derecho a la salud.  
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 Aunque no existen datos desagregados por sexo, la jefatura femenina 
en Venezuela puede cruzarse con algunos datos generales que nos permitan 
inferir los impactos diferenciales por razones de género que existen en torno 
a la alimentación, tales como los facilitados por la FAO9 , según la cual “la des-
igualdad de género se agudizó: en 2020, por cada 10 hombres que padecían 
inseguridad alimentaria, había 11 mujeres que la padecían (frente a 10,6 en 
2019)”. Por otro lado, según el ONU¹0, de acuerdo a la contextualización de los 
ODS, “1 de cada 3 mujeres en edad reproductiva padece anemia”. Regularmen-
te las mujeres, especialmente en roles de maternidad, sacrifican porciones de 
comida, particularmente las proteínas, para garantizar la alimentación de sus 
hijas e hijos, siendo priorizados estos últimos cuando se trata de escoger 
entre ellos. Otro de los elementos destacados por la ONU¹¹, como determi-
nantes de la desnutrición es el aumento de los precios que hacen que obtener 
alimentos resulte inaccesible, y tomando en cuenta la desigual distribución de 
recursos que tienen las mujeres producto de la división sexual del trabajo, 
este factor está siendo incrementado por las condiciones económicas gene-
radas por las MCU, limitando entonces el derecho de las mujeres a una 
alimentación sana, nutritiva y suficiente.

 Esta situación evidencia que lejos de cumplir los objetivos políticos de 
cambio de régimen, las MCU son acciones con efectos generalizados en la 
sociedad civil que son altamente lesivas de los derechos humanos de la ciu-
dadanía, especialmente de quienes son más vulnerables, como es el caso de 
las mujeres y niñas. 

 9 FAO. El estado de la seguridad alimentaria y la nutrición en el mundo 2021. Recuperado de: http://www.fao.org/docu-
ments/card/en/c/cb4474en

¹0ONU. ODS 2. Recuperado de: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/wp-content/u-
ploads/sites/3/2016/10/2_Spanish_Why_it_Matters.pdf

¹¹El hambre aumenta a nivel mundial durante la pandemia. Recuperado de: https://news.un.org/es/s-
tory/2021/07/1494232

¡Desbloqueen nuestros derechos! 45



46

Derecho a la salud integral

 Las MCU han afectado sustancialmente el derecho humano al acceso a 
la salud, debido a las restricciones de las importaciones de equipamiento 
médico, repuestos, medicamentos, reactivos, vacunas, entre otros recursos 
requeridos por el país. 

 Por ejemplo, el Noveno informe periódico de Venezuela ante la CEDAW 
(República Bolivariana de Venezuela, 2021), denuncia que las MCU han 
impactado negativamente el programa de “Medicamentos de Alto Costo” del 
Instituto Venezolano de Seguros Sociales, el cual garantiza la entrega gratuita 
de medicamentos a personas que padecen enfermedades crónicas o de trata-
miento  prolongado, donde se incluyen los tratamientos del cáncer de cuello 
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uterino y de mama. Mientras en 2014 este programa distribuyó 535.071 medi-
camentos, en 2020 apenas se lograron entregar 64.078 medicamentos, esta-
mos hablando de una disminución sustancial de casi el 90% tomando en 
cuenta las cifras previas a la expansión de la aplicación de las MCU. 
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 Debe destacarse que este dato es corroborado, por los resultados de la 
Encuesta digital de 2021, que expresan lo siguiente:

¿Qué rubros considera los más afectados para las 
mujeres y niñas venezolanas por el bloqueo 
económico? Máximo (2) opciones de respuesta 

Total 

Anticonceptivos y preservativos, Medicamentos de alto 
costo de enfermedades crónicas 6,96% 

Medicamentos de alto costo de enfermedades crónicas, 
Ayudas técnicas y/o económicas 6,16% 

Medicamentos de alto costo de enfermedades 
crónicas, Equipos médicos y quirúrgicos 13,92% 
Medicamentos de alto costo de enfermedades crónicas, 
Materiales y equipos de producción 6,96% 

Medicamentos de alto costo de enfermedades 
crónicas, Recursos financieros 16,30% 
Productos de Higiene menstrual, Anticonceptivos y 
preservativos 3,28% 

Productos de Higiene menstrual, Medicamentos de 
alto costo de enfermedades crónicas 8,55% 

Productos de Higiene menstrual, Recursos financieros 1,69% 
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 Otro drama que ha padecido el país producto de las MCU, ha sido el 
acceso pleno a las vacunas que necesita, sobre todo aquellas destinadas a la 
inmunización de niñas y niños. En el Informe Venezuela en Cifras, el Ministe-
rio del Poder Popular de Planificación (2021), publica el siguiente cuadro, 

 En otro orden de ideas, de acuerdo al Noveno informe país ante la 
CEDAW (2021), para las mujeres ha sido especialmente grave la escasez de 
reactivos e insumos necesarios para la realización de citologías. Producto del 
impacto de las MCU, se redujo en un 70% la meta de pruebas citológicas entre 
2018 y 2019, afectándose de esta manera la detección temprana de cáncer de 
cuello uterino a miles de mujeres, reduciéndose de esta forma la expectativa 
de vida de aquellas mujeres que padeciendo esta patología no pudieron diag-
nosticarla a tiempo. Ejemplo de ello, es que en 2020 fallecieron 1.550 mujeres 
por esta afección oncológica.
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 Por otro lado, las MCU han dificultado la adquisición de mamógrafos de 
tecnología avanzada, por lo cual los equipos de diagnosis oncológica tienen 
una cobertura poblacional cada vez menor, incrementándose de esta manera 
el riesgo de falsos negativos y la incidencia de cáncer de mama en cientos de 
mujeres a lo largo y ancho del país.

 De igual forma, a partir del año 2017, las MCU han dificultado la adquisi-
ción, y posterior distribución gratuita universal de la Terapia Antirretroviral 
(TARV) imprescindible para el tratamiento del VIH, generando un alarmante 
nivel de vulneración para la vida de esta población. Las MCU también han difi-
cultado la adquisición de reactivos necesarios para la realización de las prue-
bas de monitoreo de la carga viral, la cual debe realizarse al menos dos veces 
al año en todas y todos los pacientes. Por ejemplo, producto de estas caren-
cias, en 2019 ningún laboratorio nacional del sistema público de salud, pudo 
realizar pruebas de carga viral. Esta realidad, ha impedido al Estado venezola-
no cumplir las Metas 90-90-90, ya que un 62% de las personas conocen su 
estado serológico, un 64 % recibe tratamiento y solo 1 % conoce su carga 
viral. Esta situación impacta a las mujeres, teniendo en cuenta que éstas 
representan el 32,3 % de los casos de VIH correspondientes a la población de 
20 a 49 años, la más afectada del país por este flagelo. 

 Frente a esta realidad, las diferencias sexo-genéricas pueden agudizar-
se, tomando en cuenta que factores como la violencia basada en género, los 
estigmas en torno a la sexualidad y las ITS, y el impacto en los servicios de 
salud,  así como el incremento de las posibilidades de contagio y prevalencia, 
tomando en cuenta las limitaciones económicas para acceder a métodos de 
barrera (preservativos) y los mitos patriarcales frente a su uso, que relacionan 
sexualidad sin protección con amor romántico y confianza, aumentan la vul-
nerabilidad de las mujeres y adolescentes, profundizando las inequidades.

 El derecho de las mujeres a gozar de salud integral es un derecho 
humano universal, que va más allá de factores netamente biológicos, y obede-
ce a elementos bio-psico-sociales en los que incide el lugar que ocupan en la 
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sociedad, y la capacidad de acceder a recursos materiales y simbólicos para 
vivir una vida digna, con igualdad de oportunidades y exenta de violencia; es 
por ello que se plantean como preocupaciones fundamentales para demandar 
el cese de las medidas económicas coercitivas que limitan nuestros derechos:

¿Cómo es posible ejercer el derecho a decidir en este contexto?

¿Cómo se puede ejercer la libertad y la autonomía en un contexto de limitacio-
nes materiales que imposibilitan la realización de esos derechos? 

¿Cómo lograr en una cultura femenina del cuidado de los otros, que las muje-
res cuiden su salud si están situadas en resolver las necesidades básicas más 
urgentes de la familia en general? 

 Sin duda, se trata de derechos altamente afectados, que, por razones de 
género, no representan las prioridades ni de las propias mujeres, ni de la socie-
dad, ni del estado, suponiendo un grave riesgo en para sus vidas.
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Derechos sexuales y derechos 
reproductivos

 De acuerdo a la Norma Oficial para la Atención Integral en Salud Sexual 
y Reproductiva del Ministerio del Poder Popular para la Salud (2013), para el 
caso venezolano: La salud sexual y reproductiva es un área que aglutina 
importantes problemas de salud pública sobredeterminados por condiciones 
socioeconómicas estructurales, por lo que son también problemas sociales. 
Entre ellos destacan: 
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L… el embarazo en adolescentes, embarazos indeseados y 
baja cobertura de planificación familiar, las altas tasas de 
mortalidad materna e infantil por causas prevenibles, la alta 
incidencia de cáncer cérvico uterino y de mama, infecciones 
de transmisión sexual y VIH/sida, así como la violencia 
doméstica y sexual (p. 33). 

 Pese a importantes avances, legislaciones y políticas públicas a favor 
de los derechos sexuales y reproductivos, en Venezuela todavía persisten pro-
blemáticas que deben subsanarse para garantizar la materialización del artí-
culo 76 de la Constitución Nacional que reconoce los mismos, así como la 
mejor calidad de estos derechos. Temas como la necesidad de una educa-
ción sexual integral y científica, reducir los altos índices de embarazo a tem-
prana edad y en la adolescencia, y la ilegalidad del aborto son elementos y 
desafíos fundamentales que deben ser debatidos a profundidad, para tomar 
acciones concretas que garanticen su pleno ejercicio. Deben construirse polí-
ticas públicas robustas en esta materia, para garantizar que las mujeres 
como sujetas de derecho, puedan tomar libremente decisiones informadas 
sobre sus derechos sexuales y sus derechos reproductivos (Delgado J., 
2017).

 Actualmente hay mayores impedimentos materiales producto de las 
MCU que incrementan que imposibilitan de comprar insumos, especialmente 
médicos, lo cual limita gravemente las posibilidades de avanzar en este senti-
do. No obstante, aspectos posibles que no dependen de las MCU, como la 
despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo, adquieren mayor 
pertinencia y relevancia para garantizar los derechos humanos de las mujeres.

 En la vida de las mujeres venezolanas esta acción de cerco ha tenido 
graves consecuencias, por su impacto en el nivel de vida alcanzado por la 
población, traduciéndose entre otros aspectos en una desmejora de la calidad 
de vida, y en un clima de incertidumbre que cobra graves efectos psicológicos 
sobre las familias venezolanas, impactando con ello la salud integral,  pues  
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tal como señala la Organización Mundial de la Salud¹² (OMS) “La salud es un 
estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausen-
cia de afecciones o enfermedades”, por lo que el nivel de incertidumbre, vio-
lencia psicológica y estrés generado por las condiciones impuestas por las 
MCU, han impactado la salud integral, la psiquis de la población y su tranquili-
dad.

 En estos últimos años viene ocurriendo una vulneración de los derechos 
humanos de las parejas en edad reproductiva, por la falta de disponibilidad en 
el mercado farmacéutico y en los centros de salud para la distribución gratui-
ta de anticonceptivos orales, preservativos, dispositivos intrauterinos u otros 
métodos de planificación familiar y prevención de ITS indispensables para el 
desarrollo de una sexualidad plena, así como por el alto costo de los mismos 
que los hacen inaccesibles a la población, llegando en algunos momentos a 
triplicar el salario mínimo de la población, imposibilitando el acceso a los 
mismos. 

La crítica situación económica presente en la vida de toda la población como 
efecto directo de las medidas coercitivas impuestas por EE.UU, Canadá y la 
Unión Europea, afectan especialmente a las mujeres por la falta de acceso a 
los medios y métodos anticonceptivos, lo cual constituye un importante obs-
táculo para ellas en el ejercicio de los derechos sexuales y los derechos 
reproductivos, traduciéndose en mayores niveles de vulnerabilidad frente a 
embarazos no deseados, e infecciones de transmisión sexual.  

 El bloqueo económico no ha logrado debilitar al gobierno, solo 
demuestra un irrespeto a la sociedad venezolana que pretende doblegarse 
por vía de la fuerza, vulnerando los derechos humanos de la población civil. 
No existen dudas que uno de los objetivos de estas medidas coercitivas es 
generar una asfixia económica en el país, desmejorando la calidad de vida de 
la población venezolana, por ello centran sus ataques en impactar la cotidia-
nidad de la gente, en este escenario la sexualidad de las mujeres adquiere un 

  ¹²Organización Mundial de la Salud. Recuperado en: https://www.who.int/es/about/frequently-asked-questions
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trango de especial relevancia, porque se trata de una dimensión esencial de la 
vida humana, que según el contexto puede implicar mayores niveles de eman-
cipación o mayor vulneración de derechos.

 A continuación, ahondamos más el análisis de esta problemática.

 En Venezuela, de acuerdo a su último censo de 2011, la población feme-
nina es de 9.158.814 mujeres en edad reproductiva, y la tasa de fecundidad se 
ubica en 2,46%. Entre 1999 y 2014, el acceso a métodos anticonceptivos 
seguros y de calidad, logró un acceso prácticamente universal en el país, 
porque el elevado nivel adquisitivo de la población venezolana lo permitía. 
Aun cuando el Sistema de Salud Público Nacional, cubría sólo un porcentaje 
de la cobertura, incluida la anticoncepción de emergencia reconocida en la 
Norma Oficial para la atención de la salud sexual y reproductiva, de acuerdo 
con cifras del Ministerio de Salud (2012) logró alcanzar para 2012 una cober-
tura de planificación familiar de 22,16% (El Entrompe de Falopio, 2018). 

 Uno de los aspectos en los que comenzó muy tempranamente a eviden-
ciarse los efectos de las medidas coercitivas contra Venezuela, fue precisa-
mente en la escasez de anticonceptivos y sus elevados precios, que limitan 
de manera alarmante el acceso de la población, especialmente en edad repro-
ductiva, a los mismos. La falta de autonomía sobre la sexualidad, impacta la 
salud integral, y ubica a las mujeres en una situación de vulnerabilidad parti-
cular frente a la violencia por razones de género. 

 El acceso limitado a métodos anticonceptivos resulta alarmante por su 
incidencia en el aumento de infecciones de transmisión sexual, particular-
mente el VIH, el incremento de embarazos no deseados, con especial aten-
ción en las adolescentes, y su relación con abortos clandestinos inseguros, 
que vulneran los derechos sexuales en la medida que: 1) limitan el ejercicio de 
una sexualidad segura y placentera, y 2) limitan los derechos reproductivos al 
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timpedir el control real de la fecundidad, llegando a poner en riesgo la vida de 
las mujeres.

 En la encuesta digital desarrollada en 2020, las mujeres señalan sobre 
el grado de afectación en materia de acceso a anticonceptivos que un 47,63% 
se han se han visto afectadas o muy afectadas, representando el alrededor 
del 65% de las mujeres en edad reproductiva del universo de encuestadas.

 El alza descontrolada de los precios que llegó a existir en el país produc-
to del contexto económico generado por las MCU, hace imposible la preven-
ción y la planificación familiar, aspectos de dimensiones importantes para la 
política demográfica, social y económica del país, especialmente en lo vincu-
lado al desarrollo y la erradicación de la pobreza. 

 En algunos momentos, especialmente en los picos de asfixia económi-
ca, a lo que permitía acceder el Sistema Público de Salud, eran métodos per-
manentes de esterilización, que si bien son soluciones concretas en muchos 
casos, en otros atentan directamente contra la libertad y la autonomía 
cuando se asumen como única opción frente a lo limitativo que resulta evitar 
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embarazos no deseados, pues como se establece en la Plataforma de Acción 
de Beijing¹³  “los derechos humanos de las mujeres incluyen el derecho a tener 
control y a decidir libre y responsablemente sobre su sexualidad, incluida la 
salud sexual y reproductiva, libre de presiones, discriminación y violencia”. En 
este sentido, el no tener posibilidades de elegir un método adecuado a las 
necesidades particulares, a la edad, al proyecto de vida de cada mujer, es una 
forma de violencia y discriminación inducida como resultado directo de la pre-
carización económica y escasez generada por las MCU. 

 Venezuela ha tenido en el periodo evaluado (2014-2021) entre sus ele-
mentos más relevantes el llamado “bono demográfico”. En el país el número 
de embarazos en adolescentes había tenido de manera constante índices ele-
vados en los últimos años, siendo un desafío frente a este contexto demográ-
fico proclive a alcanzar mayores de desarrollo, que, sin embargo, puede incre-
mentarse aún más en un contexto signado por MCU.  

 Según datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), los jóvenes en 
edad comprendida entre 15 y 34 años son alrededor de 10.413.667, de los 
cuales 5.126.196 son mujeres, y entre ellas 1.324.989 son adolescentes. Alre-
dedor del 22% (INE¹4 ) de los nacimientos que ocurren en el país son de 
madres adolescentes menores de 20 años, es decir que cada año más de cien 
mil (100.000) adolescentes se convierten en madres. Mientras la Tasa de 
Fecundidad General decrecía de 61,8 a 58,3 por cada mil entre 2001-2011, la 
Tasa de Fecundidad Adolescente aumentaba de 99,5, a 110,2 en este mismo 
período. 

Embarazo a Temprana Edad y en la Adolescencia 

  ¹³ONU Mujeres. Declaración y Plataforma de Acción de Beijing. Recuperado en: https://beijing²0.unwomen.org/~/me-
dia/headquarters/attachments/sections/csw/bpa_s_final_web.pdf

 ¹4INE. Subcomité de Embarazos en Adolescentes. Recuperado de: http://www.ine.gov.ve/documentos/SEN/me-
nuSEN/pdf/subcomitedemografica/Documentos²0¹4/Boletin_de_Estadisticas_de_Embarazo_en_Adolescente_²0¹4.pdf
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Maternidad

 Sin embargo, es importante señalar que posteriormente, en pleno esce-
nario de impacto de las MCU, la concentración de esfuerzos en la materia per-
mitió que entre 2014-2017, según el Informe CEDAW (2021), la Tasa de Fecun-
didad Adolescente disminuyera de 95,1 a 85,8 por cada mil, gracias a la apli-
cación del Programa Nacional de Salud Sexual Reproductiva, en las regiones 
con más embarazos en esta franja etaria. Esta evolución evidencia la impor-
tancia y necesidad de declarar y asumir la prestación de servicios que garanti-
cen el ejercicio pleno de derechos, como servicios esenciales del sistema de 
salud a los fines de proteger su funcionamiento en contextos de mayor vulne-
rabilidad.

 Múltiples esfuerzos institucionales se han realizado, sin embargo, la 
mayoría fueron de forma aislada y desarticulada. Es el año 2018 cuando el 
Estado Venezolano logra avanzar en la construcción de una política unificada 
e interinstitucional, creando el Plan Nacional para la Prevención y Reducción 
del Embarazo a temprana edad y en la Adolescencia. La principal cualidad de 
este Plan es darle un enfoque sistémico de derechos al abordaje de este pro-
blema, sin embargo, a la luz de la situación económica nacional generada por 
las MCU, su implementación es un desafío mayor para lograr sostener los 
esfuerzos de disminuir el embarazo en la adolescencia.

 Si para personas adultas es una dificultad el acceso a anticonceptivos 
para las y los adolescentes este desafío es mayor, producto de la dependen-
cia económica, poniendo es riesgo estos indicadores en los que ha sido posi-
ble impactar positivamente, con el riesgo de retroceder en lo avanzado o em-
peorar, en la medida que se limita o imposibilita el acceso a estos insumos.  

 Venezuela ha registrado un índice alto de mortalidad materna en los últi-
mos años, de hecho, de los 8 Objetivos de Desarrollo del Milenio (2000-2015), 
fue el único que el país no pudo alcanzar. Sin embargo, la institucionalización 
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del parto en el país está por encima del 90%. Varios factores han incidido en 
esta tendencia: el alto número de cesáreas, muy por encima de las tasas reco-
mendadas por la OMS, lo cual también aumenta los niveles de riesgos; una 
excesiva medicalización de la gestación y el parto, lo cual, lejos de ayudar, 
aumenta las complicaciones de un hecho natural como es el nacimiento; el 
alto índice de embarazos adolescentes los cuales tienen mayor riesgo; entre 
otros. 

 Adicionalmente, de acuerdo al “Modelo de las 3 Demoras”, para el análi-
sis de la morbi-mortalidad materna, que explica los determinantes de las 
muertes maternas, las mismas se producen por: demora en decidir buscar 
atención; demora en identificar y acceder a un servicio de salud y demora en 
obtener el tratamiento adecuado y oportuno.

 Un elemento de gran importancia es el seguimiento y control prenatal, la 
alimentación de las madres, y el acceso a medicamentos necesarios, que, en 
el marco de las limitaciones económicas generadas por las MCU, exacerban 
el riesgo de muchas mujeres gestantes, de las 500 mil que en promedio paren 
anualmente en el país. 

 Para graficar el impacto en el comportamiento de la mortalidad mater-
na, es importante señalar que la misma se mantuvo entre 2005 y 2012 en 
63,77% en promedio por cada 100.000 nacidos vivos. En 2012 esa cifra se 
ubicó en 63,57%, y más del 96% de los partos ocurrió en establecimientos de 
salud, atendidos por personal calificado (SIVIGILA; 2012, MPPS). 

 A partir de la fecha referencia de evaluación comienza un incremento 
del promedio ubicándose entre 2014 y 2020 en 101 muertes por cada 
100.000 nacidos vivos. En este periodo destaca el año 2016 como el año de 
mayor registro y afectaciones por muertes maternas con una tendencia a la 
baja entre 2018 y el año 2020, retomando el promedio cercano a las condicio-
nes previas a la imposición de MCU, lo que parece indicar una relación directa 
con el incremento desproporcionado de muertes que se ubicó en 64,40% más 
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del promedio histórico de los últimos años, con la aplicación de estas despro-
porcionadas medidas que tienen un impacto mayor en las mujeres por el sólo 
hecho de ser mujeres. 

 Una lectura crítica y situada de estos datos, permiten evidenciar 
además que el registro tradicional de muertes maternas minimiza su dimen-
sión humana y el impacto social que genera, siendo necesario sumar a estos 
ya graves indicadores, la cantidad de niñas y niños que quedaron en situación 
de orfandad, los riesgos a los que han quedado expuestas y expuestos, y el 
desmembramiento familiar, en una sociedad fundamentalmente matricentra-
da como la venezolana.   

En este sentido, el Noveno informe periódico de Venezuela ante la CEDAW 
(República Bolivariana de Venezuela, 2021), explica:

 

Causa / Año 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 

Edema, proteinuria 
hipertensivos en el embarazo, el 
parto y el puerperio 109 133 231 141 149 145 63 
Embarazo terminado en aborto 42 32 78 48 68 41 17 
Complicaciones del trabajo de 
parto y alumbramiento 52 64 123 152 127 84 44 
Complicaciones principales 
relacionadas con el puerperio 43 49 100 131 91 50 28 
Otras afectaciones relacionadas 
con el feto y la cavidad 
amniótica y a posibles 
problemas del parto 172 143 184 227 163 239 136 
Atención materna relacionada 
con el feto y la cavidad 
amniótica y a posibles 
problemas de parto 28 45 51 35 39 36 18 
Otros trastornos maternos 
relacionados principalmente con 
el embarazo 14 12 14 22 42 7 13 
Total 460 478 781 756 679 602 319 

 

Causas de muerte materna
Ministerio del Poder Popular para la Salud

Fuente: 9no Informe CEDAW, 2021
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 El cuadro de las causas de muerte materna (CEDAW, 2021), permite 
asociar enfermedades crónicas controlables como la hipertensión al incre-
mento de la mortalidad materna, evidenciando una correlación entre su incre-
mento y la aplicación de las MCU.

 Debe destacarse, que de acuerdo al cuadro anterior entre el 5% y el 10% 
de las muertes maternas que se producen en el país son atribuibles a abortos 
o maniobras abortivas, aunque se reconoce que su ilegalidad hace que exista 
un sub- registro de estas prácticas. No hay que perder de vista en este senti-
do, que la falta de acceso a métodos anticonceptivos, produce inevitablemen-
te más embarazos no deseados, pudiendo incidir en un mayor número de 
abortos inseguros. 

 El aborto clandestino es una amenaza para la vida de las mujeres espe-
cialmente jóvenes y pobres, se practica generalmente en condiciones insalu-
bres poniendo en riesgo la vida de la mujer. En contraposición las mujeres con 
recursos económicos tienen acceso a practicarlo en centros de salud priva-
dos. Es claramente un problema de clase, asociado a los estratos sociales y 
a la capacidad de acceder a recursos, lo cual se exacerba en el marco del blo-
queo económico y financiero que atraviesa el país, siendo un detonante de la 

Las medidas coercitivas unilaterales adoptadas contra el país 
a partir del año 2014, generaron un impacto negativo sobre la 
mortalidad materna, modificando al alza la tendencia estable 
que mantenía este indicador antes de esa fecha. A partir de 
2016, la tendencia del indicador de mortalidad materna es de 
reducción, como resultado de las acciones adoptadas por el 
Estado, incluyendo a partir de 2018 la adopción de la “Estrate-
gia Concertada para la Reducción de la Mortalidad Materna y 
Neonatal” donde se ha articulado y coordinado las acciones 
del Ministerio del Poder Popular para la Salud (MPPS) y el 
MPPMIG con las agencias de cooperación internacional (OPS, 
UNFPA, UNICEF) y las organizaciones no gubernamentales.
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violencia contra las mujeres, en la medida que cercena abiertamente el dere-
cho a decidir, la libertad de las mujeres, y en muchos casos puede costarles la 
vida. Es indispensable asumir medidas legales, institucionales y administrati-
vas en este sentido, que logren garantizar plenamente los derechos sexuales 
y los derechos reproductivos de las mujeres y mitigar los impactos de las 
MCU en los mismos, garantizando abortes seguros y gratuitos.
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Mujeres con algún tipo de 
discapacidad

 Una mirada interseccional a los grupos con mayor vulnerabilidad frente 
a la agresión que representan las MCU obliga a poner especial atención en las 
mujeres y niñas con algún tipo de discapacidad, pues la situación de riesgo a 
la que ha sido sometido el país con su aplicación han impactado diferencial-
mente a esta población, y han puesto en riesgo a una gran parte de las vene-
zolanas y venezolanos de sufrir alguna forma de discapacidad por falta de 
accesibilidad a tratamientos de enfermedades crónicas.

 Entre los elementos de mayor preocupación que evidencian cómo vul-
neran las MCU los derechos de las personas con algún tipo de discapacidad, 
especialmente de las mujeres y las niñas, destacan:



a. El acceso a alimentos, que se ha visto bloqueado como consecuencia de 
las mencionadas medidas, obstaculizando el derecho a la alimentación de las 
mujeres con algún tipo de discapacidad y sus familias, pues las mismas se 
ven sometidas a limitaciones para movilizarse y acceder a los mismos, vulne-
rando el trato preferencial del que ha venido gozando esta población a partir 
del reconocimiento pleno como sujetas de derecho en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela de 1999 (Artículo 81). Es importante 
resaltar el hecho de que muchas personas con discapacidad requieren una 
dieta especializada de acuerdo con su cuadro clínico y esto en la actualidad 
por la limitada condición económica generalizada en la población es muy difí-
cil de cumplir.

b. Uno de los aspectos más graves del impacto de las MCU en las mujeres 
con alguna discapacidad o cuidadoras de personas con alguna discapacidad 
es la dificultad de acceder a los tratamientos médicos que debe llevar cada 
persona, dependiendo de su discapacidad. Muchas de ellas deben tomar me-
dicamentos permanentes para mantenerse en condiciones mínimas y usar 
determinados insumos de forma constante. Existen testimonios de organiza-
ciones de mujeres con alguna discapacidad que dan cuenta del fallecimiento 
de mujeres con discapacidad, por no tener los insumos necesarios para aten-
der afectaciones tales como las escaras o úlceras de decúbito, en el caso de 
las personas que usan silla de ruedas en forma permanente y/o que son dia-
béticas. A pesar de que el Estado venezolano en los últimos diez años mantu-
vo programas de dotación de estos insumos en forma gratuita a través de ins-
tancias como el Programa de atención en salud para personas con discapaci-
dad; sin embargo, en la medida que las MCU se han recrudecido, han agrava-
do también su impacto en las mujeres y niñas con alguna discapacidad, pues 
ya dichos programas no tienen la misma capacidad de respuesta nacional 
que se requiere, y en algunos casos no es permanente su acceso. 
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c. Ingresos limitados de las ayudas técnicas que venían siendo garantizadas 
por el Estado Venezolano a través de las Misiones Sociales, que se han visto 
limitadas producto del bloqueo económico y financiero que impide la compra 
de insumos fuera del territorio nacional, tales como bastones, sillas de 
ruedas, pañales, sondas, bolsas de orina, lentes especiales, colchones 
anti-escaros, entre otros. En este sentido, la precarización de las condiciones 
económicas generadas como consecuencia de las MCU tiene un peso funda-
mental, al impedir que por vías particulares tampoco puedan acceder a los 
mismos, generando mayores niveles de dependencia, merma de su autono-
mía y sufrimiento.  

d. En el caso de los derechos sexuales y los derechos reproductivos, la vulne-
rabilidad es mayor y los prejuicios a los cuales se enfrentan las mujeres se 
multiplican. Las limitaciones mencionadas respecto a la salud integral, la 
mortalidad materna, los embarazos a temprana edad y en la adolescencia, no 
deseados o de riesgo y el acceso a métodos anticonceptivos se enfrenta a 
mayores barreras físicas, económicas y culturales. Los principios de inclusión 
y accesibilidad que se venían impulsando se ven igualmente limitados al 
impactar la infraestructura institucional, impidiendo una atención en materia 
de salud en general, y de salud sexual y reproductiva en particular, imposibili-
tando además la generación de servicios diferenciados, que tomando en 
cuenta que las condiciones económicas, no están priorizados en como 
aspectos esenciales en el sistema de salud. 

e. A pesar de que se han sostenido políticas de protección social y un Plan 
Especial de Atención Integral a las Víctimas de la Guerra Económica para miti-
gar los efectos y el impacto en la población civil, en materia de salud las vulne-
raciones son especialmente graves, pues la escasez de medicamentos espe-
cíficos para la población con algún tipo de discapacidad que antes eran distri-
buidos de forma regular por el Sistema Nacional Público de Salud, pone en 
desventaja a esta población por las condiciones de movilidad limitada que en 
la mayoría de los casos tienen que enfrentar, haciendo más inaccesible para 
ellas las posibilidades de obtener medicamentos y servicios de salud. 
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f. La movilidad también se ha visto limitada producto del impacto de las MCU 
en el parque automotor nacional, con un impacto específico en las personas 
con alguna discapacidad porque ha precarizado particularmente el transporte 
público, limitando aún más la posibilidad de movilidad y su accesibilidad a 
distintos espacios sociales, poniendo en riesgo que las mujeres con discapa-
cidad, así como a las madres de niñas y niños o con personas con discapaci-
dad a su cargo, que ven limitadas sus actividades cotidianas, laborales, aca-
démicas, recreativas y culturales. Uno de los ejemplos en los que se expresa 
el desigual impacto, se refleja en las afectaciones al Sistema Eléctrico Nacio-
nal, que pone a las personas con discapacidad en una situación de mayor vul-
nerabilidad tomando en consideración que algunas de ellas permanecen 
conectadas a aparatos que requieren electricidad, como sillas de ruedas con 
motor.

g. Un sector particularmente impactado por el robo al país de CITGO, promovi-
do y ejecutado en el marco de las políticas unilaterales aplicadas contra Vene-
zuela, ha sido la población con alguna discapacidad, siendo esta institución 
una de las que históricamente sustentó con sus aportes económicos la políti-
ca social, lo cual ha generado un inmenso sufrimiento a muchas personas 
cuyos tratamientos dependían de estos aportes, entre ellas destacamos 
especialmente a las mujeres con discapacidad y a aquellas que son cuidado-
ras de personas con discapacidad.

 En la vida de las mujeres venezolanas esta acción de cerco ha tenido 
graves consecuencias, traduciéndose entre otros aspectos en una desmejora 
de la calidad de vida, y en un clima de incertidumbre que cobra graves efectos 
psicológicos sobre las familias venezolanas especialmente sobre las mujeres 
con discapacidad o mujeres que tienen bajo su responsabilidad personas con 
algún tipo de discapacidad. Por otro lado, las MCU contra Venezuela, al privar 
de derechos fundamentales a la población, también incrementan el riesgo de 
esta a sufrir algún tipo de discapacidad que pueden ser prevenibles si se garan-
tiza el acceso oportuno a medicinas, servicios básicos y alimentos, pensemos, 
por ejemplo, en el riesgo de un ACV que tienen las personas hipertensas al no
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poder acceder a su tratamiento farmacológico de uso diario (Fundación 
Género con Clase, 2020). 

 En este sentido, las MCU, ataque sistemático y deliberado que se viene 
aplicando al país han tenido efectos letales en los derechos humanos de las 
personas con discapacidad, afectando gravemente el ejercicio de los dere-
chos humanos fundamentales, la tranquilidad, la paz, y el derecho al desarro-
llo de la población civil.  

¡Desbloqueen nuestros derechos! 66



67

Migración y su impacto diferencial 
en las mujeres 

 Una de las consecuencias de mayor impacto que han tenido la aplica-
ción de las MCU desde 2014, ha sido la migración económica que ha moviliza-
do a venezolanas y venezolanos en búsqueda de una mayor calidad de vida. 
El deterioro de las condiciones materiales, la disminución del poder adquisiti-
vo, la afectación en el acceso de los alimentos o las medicinas, entre otros 
fenómenos, ha propiciado por primera vez en la historia nacional un flujo 
migratorio sustantivo a distintos países de América Latina y el Caribe, y en 
menor medida hacia Norteamérica y Europa.

 Aunque los Derechos Humanos son inherentes a las personas, los dere-
chos de las mujeres, de las niñas, niños y adolescentes, y los derechos labo-
rales que han sido conquistados hasta ahora en Venezuela, tienen fronteras, 
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ámbito de aplicación  territorial, y al salir de la jurisdicción venezolana se exa-
cerban aún más las  condiciones de riesgo, despojando a las mujeres de un 
conjunto de derechos que impactan radicalmente sus vidas, haciéndolas 
blanco fácil de la explotación ilegal, la xenofobia, de la delincuencia organiza-
da (Madriz Franco; Oropeza, 2019).

 Por ejemplo, la trata de personas es un delito de especial preocupación 
hoy. Si bien es cierto hasta hace pocos años Venezuela era considerado un 
país de tránsito y en algunos casos de recepción, especialmente a través del 
“turismo” sexual, la verdad es que esta realidad se ha transformado drástica-
mente en los últimos años, entre otros factores por los elevados índices de 
movilidad humana que existen en el país, siendo el tránsito interno y externo 
un escenario que exacerba la vulnerabilidad de la población.

 Aunque no existen datos oficiales precisos, todo parece indicar que 
Venezuela se ha convertido en un país de origen de la trata de personas, por 
lo que es necesario  alertar a la sociedad venezolana sobre los aspectos vin-
culados a este delito, pues  aunque la movilidad humana es un derecho, la 
migración de las venezolanas y  venezolanos que hoy se produce, fundamen-
tada mayoritariamente en buscar mejoras en  la  situación  económica  y  en  
las  condiciones  de  vida,  se enfrenta  a  estigmas de todo tipo, entre las 
cuales destaca la xenofobia y la discriminación,  recrudeciendo aún más lo 
que es ya una situación de vulnerabilidad (Madriz Franco; Oropeza, 2019).

 Las redes de trata de personas, que en su mayoría tienen carácter 
transnacional, se instalan y operan activamente en escenarios como el que 
hoy atravesamos signado por los impactos de una guerra no convencional, y 
se aprovechan de un contexto  país complejo para captar víctimas, mayorita-
riamente con ofertas laborales  engañosas que aparentemente cubren las 
expectativas de mejorar las condiciones de vida, pero en realidad terminan 
siendo fuentes de las más anacrónicas formas de violencia y explotación.
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 Para ilustrar lo antes expuesto, debe señalarse que desde 2018, el 
Gobierno venezolano ha impulsado el programa Plan Vuelta a la Patria, el cual 
hasta la fecha ha repatriado, de forma aérea, marítima y terrestre, a 26.407 
personas (Sures, 2021b). Debe destacarse que, en 2019, un informe de este 
programa señalaba que, para esa fecha, el 60% de las personas repatriadas 
son mujeres, y 27% niñas, niños y adolescentes. Dicho informe, también 
señaló que entre los motivos por los cuales las personas regresan al país des-
tacan entre las razones principales: 

• 64% por problemas económicos y la imposibilidad de obtener empleo 
digno.
• 54% precisó como motivo adicional de retorno el constante hostiga-
miento en el país receptor, denunciando fuertes episodios de xenofobia, 
explotación, maltrato laboral y social.

 La población migrante, en su mayoría no cuenta con asesoría legal, 
acceso al empleo digno y atención médica, siendo más vulnerables a la inse-
guridad, a robos, discriminación y xenofobia, elementos a los que se ven 
expuestos al salir de país sin información, de manera desordenada, y forza-
dos por una situación económica exacerbada por las MCU. 

 Debe destacarse, que además del drama que sufren las mujeres 
migrantes, también hay un drama por parte de las mujeres cuyos familiares 
migraron. El impacto psicológico en la población, en las familias tiene profun-
das heridas en la sociedad venezolana. Madres que se han quedado solas 
porque sus hijos e hijas migraron; madres-abuelas cuyas hijas e hijos les deja-
ron los nietas y nietas para terminar de criarlos (muchas veces con grandes 
dificultades económicas); mujeres-madres que sufren la desestructuración 
de sus núcleos familiares con los consiguientes traumas psicológicos que 
conlleva (depresión, tristeza, etc.); madres que al quedarse solas perdieron la 
protección económica de sus hijas e hijos y éstos por las precarias condi-
ciones donde se encuentran no están en capacidad de enviar remesas, entre  
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otros fenómenos dramáticos. Las dimensiones humanas de la migración son 
consecuencias que, aunque no son cuantificables, se deben valorar entre las 
más dolorosas heridas que se han generado en la población civil por las MCU. 
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Empoderamiento económico y 
uso del tiempo

 Si bien es cierto, el desempleo femenino está alrededor del 8%, el dete-
rioro del poder adquisitivo ha sido sumamente sustantivo, debido a la infla-
ción correlacionada al bloqueo económico de facto que ha implicado la apli-
cación de las MCU y la consiguiente caída del ingreso petrolero, de las impor-
taciones y la producción industrial en general. 

 De igual forma, el Noveno informe periódico de Venezuela ante la 
CEDAW (República Bolivariana de Venezuela, 2021) señala que estas MCU 
han impactado negativamente el funcionamiento del sistema crediticio nacio-
nal, por lo cual se ha registrado una disminución en el volumen absoluto de 
los créditos a partir de 2018, sobre todo por parte de la Banca Privada, estos 
cuadros que se presentan a continuación son sumamente elocuentes:
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Año Mujeres % Hombres % 
2014 6.609.436 44,82% 8.135.812 55,18% 
2015 8.381.419 46,02% 9.831.587 53,98% 
2016 8.894.010 44,95% 10.891.124 55,05% 
2017 8.514.404 44,72% 10.525.257 55,28% 
2018 7.299.732 45,18% 8.857.585 54,82% 
2019 2.525.953 48,24% 2.710.389 51,76% 
2020 1.688.505 48,40% 1.800.430 51,60% 

 

Evolución de la cantidad de créditos según sexo por año
Banca Privada

Evolución de la cantidad de créditos según sexo por año
Banca Pública

Fuente: 9no Informe CEDAW, 2021

Año Mujeres % Hombres % 
2014 2.094.339 51,72% 1.954.846 48,28% 
2015 3.026.254 53,03% 2.680.338 46,97% 
2016 3.744.679 54,56% 3.118.575 45,44% 
2017 4.013.049 55,89% 3.166.706 44,11% 
2018 4.115.746 50,60% 4.017.786 49,40% 
2019 2.707.632 44,81% 3.334.424 55,19% 
2020 1.790.473 38,32% 2.881.992 61,68% 

 

Fuente: 9no Informe CEDAW, 2021

Evolución de la cantidad de créditos a la pequeña y mediana industria según sexo 
por año
Banca Privada

Año Mujeres % Hombres % 
2014 67.077 45,14% 81.535 54,86% 
2015 65.836 45,14% 80.020 54,86% 
2016 53.598 43,89% 68.529 56,11% 
2017 35.080 37,70% 57.967 62,30% 
2018 11.039 26,92% 29.965 73,08% 
2019 747 25,62% 2.169 74,38% 
2020 212 28,08% 543 71,92% 

 
Fuente: 9no Informe CEDAW, 2021
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 En un contexto donde se plantea de la necesidad de desarrollar empren-
dimientos que permitan la autonomía económica de las mujeres, estos datos 
son poco alentadores, aun cuando debe reconocerse una enorme capacidad 
de resistencia y resiliencia por parte de diversos sectores sociales, en espe-
cial las mujeres de los sectores populares. 

 Por ejemplo, de acuerdo a los resultados de la Encuesta digital "Efectos 
negativos del bloqueo económico en los derechos humanos de las mujeres y 
niñas en Venezuela" de 2021, entre las estrategias de resistencia ante las 
MCU, las mujeres venezolanas en primer lugar han optado por emprender 
iniciativas económicas como alternativa para resistir los efectos de las MCU 
sobre ellas y sus familias; en segundo lugar destaca la búsqueda de solucio-
nes colectivas en el marco de la organización comunitaria/comunal; y final-
mente, un dato interesante es el teletrabajo que, según datos de la encuesta 
realizada ocupó el tercer lugar, con el 17,40%.

¡Desbloqueen nuestros derechos! 

Evolución de la cantidad de créditos a la pequeña y mediana industria según sexo 
por año
Banca Pública

Fuente: 9no Informe CEDAW, 2021

Año Mujeres % Hombres % 
2014 9.566 42,41% 12.990 57,59% 
2015 7.367 44,64% 9.136 55,36% 
2016 12.915 57,58% 9.514 42,42% 
2017 9.777 53,85% 8.378 46,15% 
2018 9.214 59,18% 6.356 40,82% 
2019 8.605 60,91% 5.522 39,09% 
2020 4.845 64,57% 2.659 35,43% 
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 En un contexto donde se plantea de la necesidad de desarrollar empren-
dimientos que permitan la autonomía económica de las mujeres, estos datos 
son poco alentadores, aun cuando debe reconocerse una enorme capacidad 
de resistencia y resiliencia por parte de diversos sectores sociales, en espe-
cial las mujeres de los sectores populares. 

 Por ejemplo, de acuerdo a los resultados de la Encuesta digital "Efectos 
negativos del bloqueo económico en los derechos humanos de las mujeres y 
niñas en Venezuela" de 2021, entre las estrategias de resistencia ante las 
MCU, las mujeres venezolanas en primer lugar han optado por emprender 
iniciativas económicas como alternativa para resistir los efectos de las MCU 
sobre ellas y sus familias; en segundo lugar destaca la búsqueda de solucio-
nes colectivas en el marco de la organización comunitaria/comunal; y final-
mente, un dato interesante es el teletrabajo que, según datos de la encuesta 
realizada ocupó el tercer lugar, con el 17,40%.

Grafico. Estrategias de mujeres y niñas venezolanas para enfrentar la 
aplicación de MCU. Elaboración FGCC, 2021. 
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claves que evidencian el aporte sustancial de las mujeres gracias a las labo-
res no remuneradas del cuidado: 
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1. En Venezuela, la mitad somos mujeres y la otra mitad 
son hombres. Sin embargo, del total de la población que 
cuenta con trabajo remunerado, sea formal o informal, solo el 
40% son mujeres (5.938.175) y el 60% restante son hombres 
(8.813.065) (INE, 2018).

2. El número de personas que se dedica a quehaceres del 
hogar en Venezuela, es decir, al trabajo no remunerado, es 
3.173.322, de las cuales, el 97% (3.079.192) son mujeres y 
solo el 3% (94.130) son hombres. (INE, 2018)

3. Según la Encuesta del Uso del Tiempo realizada por el 
INE en 2011, las mujeres venezolanas que tienen trabajo 
remunerado le dedican, en promedio, una segunda jornada de 
2,75 horas adicionales de lunes a domingo a las tareas del 
hogar. En cambio, los hombres que tienen trabajo remunera-
do les dedican tan solo 0,73 horas diarias a las tareas del 
hogar.
4. Las amas de casa dedican en promedio 3,72 horas 
diarias de lunes a domingo a cocinar, lavar, limpiar, reparar 
prendas de vestir y calzado, cuidar a los niños y adultos mayo-
res; los hombres, amos de casa, solo le dedican 0,27 horas 
diarias a las tareas del hogar.

5. El 38% del trabajo que se realiza anualmente en la eco-
nomía venezolana es no remunerado y lo realizamos en un 
85% las mujeres.
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6. Del total del trabajo de la economía nacional, tanto el 
remunerado como el no remunerado, el 53% (más de la 
mitad) lo realizan las mujeres, del cual sólo se les remunera el 
39%. En cambio, el hombre aporta 47% a la economía con la 
diferencia que se le remunera el 87% de su trabajo.

7. El Producto Interno Bruto en Venezuela incrementaría 
22% si le sumamos todo el trabajo no remunerado que se rea-
liza en la economía, el cual, como ya mencionamos, en un 
85% lo realizan las mujeres.

8. La mujer venezolana aporta 25% al PIB con su trabajo, 
desagregados de la siguiente manera: 9% remunerado y 16% 
no remunerado.

9. El hombre venezolano aporta 22% al PIB con su trabajo, 
desagregados de la siguiente manera: 19% remunerado y 3% 
no remunerado.

10. Resumiendo, las mujeres venezolanas generamos 13% 
más de riqueza que la que generan los hombres, aunque solo 
se nos reconoce, cuantifica, visibiliza y remunera el 39% de 
todo el trabajo que amorosamente realizamos. 

 Es importante señalar, que aun cuando los datos anteriormente presen-
tados no muestren claramente el impacto de las MCU sobre el uso del tiempo 
de las mujeres, las entrevistas a profundidad realizadas evidencian que las 
mujeres han tenido que dedicar más tiempo a las labores vinculadas al cuida-
do, debido al deterioro de la economía nacional y la economía familiar. Han 
tenido que dedicar más tiempo a la búsqueda de alimentos y medicinas a pre-
cios más accesibles o bien porque en algunos momentos (sobre todo entre 
2015-2018) fueron escasos en los anaqueles debiendo recorrer varios comer-
cios. Por otro lado, la pandemia de la Covid-19 ha incrementado el tiempo 
dedicado a la crianza debido a la paralización de las actividades presencia-
les de guarderías y escuelas. Han tenido que asumir más jornadas de trabajo, 
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, por ejemplo, dos trabajos remunerados (en algunos casos uno presencial y 
otro en teletrabajo) porque un solo salario no cubre las necesidades básicas; 
combinar un trabajo remunerado con un micro-emprendimiento económico; 
asumir más labores de cuidado, o bien porque no es posible pagar los gastos 
de una guardería, o el caso de abuelas jubiladas que les ha tocado asumir la 
crianza de nietos y nietas porque sus madres y padres han migrado; entre 
otras razones. 

 El aumento de los cuidados y el trabajo reproductivo en el hogar y fuera 
de él, genera discriminación en el ámbito político, social y cultural, porque res-
tringe la participación en igualdad de condiciones de las mujeres en la vida 
política, educativa y laboral. 

 Las labores del cuidado de la vida están distribuidas de manera des-
igual, y en tiempos de crisis y guerras en sus diferentes modalidades se 
agrava. Primero porque en los últimos 20 años en Venezuela, las mujeres han 
sido las protagonistas de la vida territorial, por tanto, su labor es esencial para 
resolver y tramitar los problemas localizados en sus comunidades, lo cual, si 
bien son un compromiso y una manera de ser y ocupar su lugar en la comuni-
dad, al tener mayores dificultades para resolverlos el tiempo empleado en 
esas tareas aumenta significativamente. Y el tiempo del ocio, el descanso, la 
educación, se ven sacrificados, hecho que es señalado en reiterados reporta-
jes, entrevistas y artículos de prensa por las propias mujeres. En este sentido, 
en la encuesta digital desarrollada en 2020, las mujeres consultadas expresa-
ron esta percepción:
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 Vemos entonces que mayoritariamente las mujeres asumen una doble 
o triple jornada laboral, donde el apoyo de los hombres sigue siendo muy limi-
tado, fenómeno estructural que desafortunadamente las MCU han agravado.
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Incidencia de las MCU en la 
violencia basada en género

 Cuando hablamos de brechas de género, es fácilmente identificable 
que las MCU son un instrumento de profundización de las desigualdades 
estructurales que sustentan el patriarcado, al generar mayores niveles de 
dependencia económica, contribuyendo con ello a reproducir el ciclo de la vio-
lencia basada en género, y el ciclo de la pobreza. 

 Si bien es cierto no existe una relación mecánica entre pobreza y violen-
cia basada en género, ya que está última es transversal a todos los segmen-
tos de la sociedad incluyendo aquellos más privilegiados. Si está comproba-
do el hecho de que cuando un núcleo familiar está más agobiado por la con-
tracción del ingreso, se incrementan las tensiones y las presiones sobre cada
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uno de los miembros de dicha familia, es decir, se crea un entorno más propi-
cio para la emergencia de diversas formas de violencia. Por lo tanto, la inci-
dencia de las MCU en el deterioro de la calidad de vida de los sectores más 
vulnerables de la población, tiene como consecuencia un agravamiento de las 
condiciones que propician la violencia basada en género. 

 Por otro lado, las MCU han generado un debilitamiento de las estructu-
ras institucionales de atención social, lo cual viene a profundizar la vulnerabili-
dad de los sectores sociales más empobrecidos. Una de las instancias más 
golpeadas, son aquellas dirigidas a la protección social, sobre todo de aque-
llos sectores más vulnerables, como niños y niñas, mujeres, personas con 
algún tipo de discapacidad y personas adultas mayores. En este contexto, la 
violencia basada en género se exacerba en tanto las mujeres son las que se 
encargan de llenar el vacío de la atención social del Estado, están inmersas 
por lo tanto en un escenario de sobre-explotación de sus capacidades cada 
día más concentradas en los cuidados. Esto implica una afectación de su 
independencia económica lo que las hace más vulnerables frente a relacio-
nes afectivas tóxicas o a empleos precarizados donde imperan escenarios de 
violencia laboral, acoso, entre otros desmanes.

En este sentido, en la Encuesta digital "Efectos negativos del bloqueo econó-
mico en los derechos humanos de las mujeres y niñas en Venezuela", las perso-
nas consultadas arrojaron la siguiente percepción: 
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Elaboración FGCC, 2021

 La incidencia de las MCU en la estabilidad psíquica y emocional es 
evidente, ya que estas medidas causan angustia y sufrimiento en las pobla-
ciones para forzar un cambio político. Estas MCU además de agudizar la inci-
dencia de la violencia basada en género, debilita la institucionalidad que está 
encargada de atender dicha problemática social. 

En los últimos (2) años, ¿Cuál (es) cree usted son los principales 
efectos que enfrentan las mujeres y las niñas venezolanas como 
consecuencia del bloqueo económico? Máximo dos (2) opciones 

Total 

Violencia basada en género, Múltiples jornadas diarias 6,66% 
Violencia basada en género, Movilidad forzada 6,66% 
Violencia basada en género, Explotación laboral o sexual 11,93% 
Violencia basada en género, Dificultades en servicios de atención 
especializada en salud física y mental, Explotación laboral o sexual, 
Movilidad forzada, Múltiples jornadas diarias 

2,09% 

Violencia basada en género, Dificultades en servicios de atención 
especializada en salud física y mental 19,09% 

Violencia basada en género 1,79% 
Movilidad forzada, Múltiples jornadas diarias 2,39% 
Explotación laboral o sexual, Múltiples jornadas diarias 2,88% 
Dificultades en servicios de atención especializada en salud física y 
mental, Múltiples jornadas diarias 11,33% 

Dificultades en servicios de atención especializada en salud física y 
mental, Movilidad forzada 11,53% 

Dificultades en servicios de atención especializada en salud física y 
mental, Explotación laboral o sexual 6,06% 

Dificultades en servicios de atención especializada en salud física y 
mental 3,68% 
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Conclusiones: Las MCU son un 
Crimen de Lesa Humanidad

Como se ha constatado, las restricciones impuestas por EE.UU. con las Medi-
das Coercitivas Unilaterales tienen un grave impacto negativo sobre el disfru-
te y el ejercicio pleno de los derechos humanos de la población venezolana, 
exacerbando las desigualdades preexistentes y abriendo brechas de des-
igualdad que han impactado la calidad de vida de la población, siendo el 
sector más vulnerable en este contexto, las mujeres, las niñas, las adoles-
centes y dentro de ellas las mujeres, niñas y adolescentes con algún tipo de 
discapacidad. No hay duda que se trata de un delito de lesa humanidad per-
petrado contra pueblo venezolano, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 7 literal K, del Estatuto de la Corte Penal Internacional, contemplado 
como diferentes tipos de actos inhumanos graves que reúnen dos requisitos: 
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: “la comisión como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil, y con conocimiento de dicho ataque”.  

 De acuerdo, a la Relatora Especial de la ONU sobre el impacto negativo 
de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos huma-
nos, Alena Douhan (2021b), las MCU sectoriales dirigidas contra las indus-
trias del petróleo, el oro y la minería, el bloqueo económico, el congelamiento 
de los activos Banco Central de Venezuela, las sanciones selectivas impues-
tas a venezolanos y nacionales de terceros países y empresas, han tenido 
como resultado un efecto devastador en la toda la población, especialmente 
los que viven en la pobreza, mujeres, niñas, niños, ancianas y ancianos, perso-
nas con discapacidad o con enfermedades crónicas o potencialmente morta-
les, y los pueblos indígenas. Las MCU al impactar negativamente el disfrute 
de los derechos económicos, sociales, civiles y culturales, socavan el derecho 
al desarrollo de toda la sociedad venezolana, sobre todo de sus sectores y 
estratos más vulnerables. 

 La población civil venezolana es la principal víctima de estas medidas 
criminales desproporcionadas que agreden la tranquilidad, la paz y la calidad 
de vida. El objetivo de destruir el aparato productivo nacional avanza en todos 
los frentes vulnerando al pueblo venezolano, dificultando la recuperación 
nacional y las capacidades del Estado para garantizar el ejercicio pleno de los 
derechos humanos. 

 En este orden, impedir el acceso a los alimentos es una forma de inten-
to de exterminio de nuestra población con consecuencias a corto, mediano y 
largo plazo. Siendo el cuidado una labor feminizada, la alteración de los recur-
sos alimentarios disponibles perjudica directamente a las mujeres; ver mer-
mada la disposición de alimentos en sus mesas, ser las responsables de 
comprar, procesar y distribuir los alimentos y tener menos para hacerlo, es un 
ataque directo a su salud psíquica.
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 Durante estos seis años se ha atacado y afectado la emocionalidad, en 
particular de las mujeres, que, al tener ese vínculo con el cuidado de la vida, 
su preocupación y ansiedad ante las limitaciones para protegerla, se ven 
aumentadas. Para las mujeres populares no hay tiempo para el cansancio y 
menos para el descanso, atender la vida reproductiva, cuidar de la familia y la 
comunidad, a los niños y niñas, a las personas enfermas y con discapacidad, 
o peor aún sufrir esa discapacidad siendo una mujer jefa de hogar, vulneran 
de forma extrema los derechos fundamentales que merece cualquier ser 
humano.

 La brecha de desigualdad que se abre con las consecuencias del blo-
queo económico y financiero en el ejercicio de los derechos humanos es alar-
mante, e impactó de manera negativa en la vida de la población, particular-
mente femenina. En este sentido, es necesario señalar que lo que habían sido 
avances importantes en un momento, que ubicaban las luchas del movimien-
to feminista en una agenda estratégica de vindicaciones estructurales, ha 
sido retrotraído a una lucha elemental por la supervivencia, por derechos y 
servicios básicos, que han dado al traste con importantes conquistas, vulne-
rando los derechos humanos de las mujeres venezolanas en todas las etapas 
del ciclo de vida. 

 Sin embargo, frente a estas adversidades las mujeres redoblan sus 
esfuerzos, no abandonan sus responsabilidades territoriales, por el contrario, 
en estos tiempos el trabajo voluntario se ha incrementado, manejan todos los 
casos de salud de sus comunidades, distribuyen alimentos, gestionan la solu-
ción de problemas de sus barrios y sus comunidades, dando cuenta de múlti-
ples formas de resistencia, de reinventarse y de resiliencia. Sin embargo, es 
imprescindible no idealizar estas labores, ya que pese a estar impregnadas de 
heroísmo en este contexto por defender el derecho la vida, se constituyen 
también en formas de explotación que niegan el derecho al ocio, a la recrea-
ción y al vivir bien de las mujeres. 
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 La situación de los Derechos Humanos en Venezuela es un tema que 
debe asumir la comunidad internacional, así como las Naciones Unidas para 
procurar la mayor coherencia con el espíritu de la organización, y rechazar las 
MCU que impiden la satisfacción de las necesidades básicas de la población 
venezolana, y que como en todos los espacios sociales, tienen un impacto 
diferenciado sobre las mujeres, desmejorando el ejercicio pleno de sus dere-
chos. 

 El bloqueo económico y financiero que atraviesa el país limita la posibi-
lidad de comprar alimentos, medicinas, y bienes de primera necesidad, gene-
rando un gran impacto en el nivel de vida de la población, especialmente mu-
jeres, niñas y niños, configurando un delito de lesa humanidad.

 Respetar el derecho a la autodeterminación del pueblo venezolano, y 
que cesen las MCU que violentan los derechos humanos fundamentales de 
nuestro pueblo es impostergable, en este sentido resulta clave la actuación 
de los organismos internacionales competentes. 

 El Estado por otro lado, debe garantizar el acceso a datos e información 
estadística que permita construir indicadores y ajustar las políticas públicas 
a los mismos, así como actuar de manera inmediata en denunciar la magni-
tud humanitaria de los delitos de lesa humanidad que hoy son perpetrados en 
masa contra el pueblo venezolano, especialmente contra las mujeres, niñas y 
niños, y retomar el sendero progresivo de avances que fueron cercenados a 
raíz de las imposiciones  económicas arbitrarias e írritas que hoy mantienen 
cercado al país, garantizando recursos y presupuesto necesario para soste-
ner políticas estructurales e inmediatas con un enfoque feminista e intersec-
cional. 

 Para las mujeres venezolanas es un clamor denunciar ante el mundo 
cómo se pretende sitiar nuestro país, exponiendo la vida de las grandes mayo-
rías que hoy sufren los efectos de medidas unilaterales que vulneran los dere-
chos humanos y violentan el derecho internacional. 
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 Sumado a ello, son reiteradas las amenazas de una intervención militar 
directa contra nuestro país, cuando ya sabemos que las intervenciones 
extranjeras representan los peores escenarios para las mujeres en materia de 
violencia y despojos de sus derechos humanos, empleándose la violencia 
sexual sistemática contra las mujeres como uno de los más crueles mecanis-
mos de sometimiento a la moral de los pueblos, y usando el cuerpo femenino 
como botín de guerra, por lo que es necesario rechazar desde todos los espa-
cios e impedir que las agresiones logren escalar a este nivel como máxima 
expresión de las pretensiones guerreristas que se ciernen sobre Venezuela.

 En este sentido, denunciamos ante todos los países y pueblos del 
mundo el delito de lesa humanidad cometido por la administración estadouni-
dense contra el pueblo de Venezuela, como consecuencia de la aplicación de 
MCU al país, el incremento de medidas económicas y financieras que cerce-
nan, limitan y vulneran los derechos humanos de toda la población venezola-
na, muy especialmente de las mujeres, las niñas y los niños. 

 Exigimos se respete el derecho de las venezolanas y venezolanos a 
decidir libre y soberanamente su destino, así como el modelo político, econó-
mico y social que ha decidido darse en el marco de las garantías democráti-
cas que establece nuestra Constitución.

 Demandamos el cese inmediato del ataque generalizado y sistemático 
que se viene perpetrando contra la población civil en nuestro país, en el marco 
del proyecto conservador de recolonización de nuestro continente que con-
templa entre sus elementos centrales, el retroceso de las conquistas alcanza-
das por los pueblos del mundo, especialmente en América Latina. 
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“Las MCU son crímenes de lesa humanidad, son crímenes contra los derechos 
humanos de la población de un territorio determinado. Lo son porque, aunque 
se insista y se quiera hacer ver que son dirigidas solo a personalidades especí-
ficas, solo a individuos específicos, tienen una repercusión real concreta y pal-
pable sobre la población y sobre sus derechos; el derecho a la alimentación, el 
derecho a la salud, el derecho a los servicios básicos, el derecho a la vida y el 
derecho a la calidad de vida. Me parece que es crucial comprenderlo así”

Activista feminista (45 años)

“Se ha generado efectos negativos sobre mujeres y niñas, por ejemplo, la limita-
ción de llevar una vida sana libre de violencia; muchas mujeres por salir en 
busca de mejorar su calidad de vida, han sido víctimas de múltiples abusos, en 
el caso de las niñas, si es la mayor de su familia le ha tocado abandonar su 
infancia, su educación para llevar una carga familiar, lo cual tampoco se escapa 
de ser víctima de abuso psicológico y físico”

Mujer Warao (40 años)

“Las MCU son arbitrarias, ilegales, violan todo el orden jurídico internacional. 
Eso no tiene ningún basamento jurídico, muchísimo menos tiene ningún sus-
tento ético, moral. Eso es arbitrario, eso es ilegal, eso es criminal porque las 
consecuencias son terribles. Me parece profundamente colonialista e imperia-
lista. Es colonialista porque siguen empeñados en que nosotros no seamos 
mayores de edad nunca”

Mujer afrodescendiente y educadora (68 años)



88

““Hablando de lo que es las sanciones económicas, siento que estas han incidi-
do de manera negativa para toda la ciudadanía, no solo para mí, ya que este blo-
queo impide que tengamos una mejor calidad de vida… de una manera nos 
afecta directamente en lo que es la buena alimentación, el derecho a una buena 
vivienda digna, a una asistencia médica”

Mujer Wayuu (39 años)

“… es un agobio permanente en los últimos años la amenaza de la intervención 
militar, es bastante estresante… pienso que el derecho a la paz ha sido afectado 
y que eso ha sido a propósito de generar una zozobra y una guerra psicológica 
en la población”

Migrante colombiana (44 años)

“me siento limitada. Me siento con las manos atadas porque quiero hacer 
mucho, pero la economía no nos ayuda en nada, digo en nada porque real-
mente nos cuesta mucho conseguir la materia prima para poder trabajar, está 
demasiado costoso y a veces no se consigue, sobre todo lo que es la materia 
textil y los productos de los cuales necesito día a día para poder trabajar”

Adulta mayor (63 años)

“… tengo que buscar las medicinas y a veces no las consigo, a veces me 
cuesta para comprar porque el dinero no alcanza y los alimentos que me 
mandan especiales para la dieta no los puedo comprar… yo antes no tenía que 
salir todos los días a comprar comida, compraba semanal, ahora tengo que 
salir casi todos los días para poder traer el alimento a la casa”

Mujer diabética e hipertensa (57 años)
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“Las MCU son básicamente la presión máxima de la arrogancia de un gobierno 
que se cree con el derecho de joder a todo el mundo, son inhumanas, es la 
expresión máxima de la arrogancia, del macho blanco, del norte, que se cree 
con derecho de nacimiento a usar y abusar de todo el mundo…
las medidas coercitivas están diseñadas para afectar los derechos humanos 
de la gente y para que la gente entregue en el caso de Venezuela, entregue el 
país y el gobierno, afectan su derecho a la alimentación, de una alimentación 
sana y variada, afectan el derecho a la movilización”

Cineasta feminista (51 años)

“La falta de comida en casa me agobió mucho. No puedes estar en paz si tu 
hermano o tu sobrino te dicen que tienen hambre y es un hambre fuerte”

Mujer lesbiana-actriz de teatro (27 años)

“… son gravísimas las sanciones, cuando digo que son las personas vulnera-
bles las más afectadas, me refiero principalmente a esas personas que, sin 
importar la edad, la inclinación política, el estatus social, sin importar el sexo 
entre otros, que están pasando por enfermedades crónicas llámese cáncer, 
llámese VIH, ese tipo de enfermedades, que requieren de tratamiento muy cos-
tosos. Son ellos los más afectados, porque esos medicamentos costosos, en 
su mayoría son importados y al país, no se le permite la adquisición de los 
mismos”

Sobreviviente de cáncer de mama (44 años)
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“Sí, te puedo asegurar que las personas que viven con VIH están recibiendo su 
tratamiento puntualmente, pero solo el tratamiento, no los complementos 
alimenticios, ni los sucedáneos de leche materna, ni las pruebas especializa-
das de CD4 y Carga Viral se la pueden hacer con la regularidad exigida que se 
la hacían antes, esto último porque no hay reactivos y los que hay son para 
casos de emergencia (personas con patología grave de salud o mujer embara-
zada)”

Activista de la diversidad sexual, paciente VIH (61 años)

“Yo considero que mi derecho más afectados por las sanciones son la salud, el 
acceso a la salud, en particular en cuanto a acceso a métodos anticonceptivos 
y a medicamentos de otra naturaleza, medicamentos que son importados”

Politóloga (29 años)

“… En 2014 aún se podía ir perfectamente a una consulta ginecológica, algo 
vital para la salud femenina, para la salud de la mujer. Hoy día ir a una consulta 
ginecológica, hacerte unos exámenes tan básicos como una citología, un eco 
transvaginal es un lujo prácticamente”

Periodista con discapacidad visual (37 años)

“… los insumos médicos que debo usar en forma permanente como pañales, 
bolsas de orina, sondas, entre otros, no los puedo comprar con la regularidad 
que se debe por los costos inalcanzables que han llegado a tener… Otros medi-
camentos como el Losartan potásico, Bisoprolol y otros antihipertensivos que 
debo usar en forma permanente por mi hipertensión arterial crónica, ahora casi 
nunca los puedo tomar… Esta situación me ha ocasionado dos accidentes cere-
bro vasculares en los últimos 4 años”

Mujer con paraplejía, lideresa política (54 años)
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“… fue una migración totalmente forzada porque yo no quería irme, honesta-
mente, yo no quería irme, yo quería seguir ejerciendo, estar con mi familia, 
hacer las cosas que tengo que hacer y no era justo, no es justo que yo haya 
tenido que dejar mi vida completa porque la situación económica del país 
debido a un montón de factores en los que yo no puedo actuar ni puedo contro-
lar me haya tocado dejar mi vida”

Migrante venezolana (53 años)

“La aplicación de estas medidas ha vulnerado la paz de todos los venezola-
nos, ha generado una emigración inmensa, muchos hogares completos se 
han visto obligados a salir del país y los que se han quedado viven en comple-
ta angustia o movilidad para su bienestar, hay quienes tienen ingresos extras 
y pueden sobrellevar situaciones, hay quienes no y padecen duras consecuen-
cias ... esa realidad la vivimos todos directa o indirectamente”
Mujer Warao (26 años)

“… se equivocaron con la gente consciente, porque en la medida que van apli-
cando más y más sanciones como que nos vamos haciendo más fuertes y al 
contrario de rendirnos vamos resistiendo más en ese sentido… con el empo-
deramiento de las herramientas y los potenciales nuestros… podemos hacer-
les frente a esas medidas que tanto daño han hecho en la vida de cada uno de 
nosotras”

Activista afrodescendiente (45 años)

“… lo que es la carga de tareas domésticas, de cuidado y laborales si se han 
acrecentado, por supuesto. Una vez que nosotras las mujeres salimos a 
trabajar inclusive todo el día en la calle con dos o tres trabajos, luego en la 
noche cuando llegamos tenemos entonces que hacer las labores domésticas, 
no solamente lavar, fregar, cocinar, sino que también tenemos que estudiar 
con nuestros hijos… si tenemos en casa los padres o abuelos, hay que aten-
derlos, están bajo nuestro cuidado. Eso es una carga y bueno por último hay 
que también ser esposas cumplir con nuestros esposos”

Comunera y lideresa campesina (44 años)
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““Entonces la violencia basada en género, la violencia sexual creo que son 
como las dos grandes aristas o las dos grandes problemáticas que hemos 
tenido que cargar las mujeres, la otra tiene que ver con una sobrecarga absolu-
ta y total de jornadas laborales para poder gestionar la vida, sobrecargas labo-
rales, jornadas laborales pagas y no pagas”

Activista feminista (45 años)

“… yo creo que las medidas coercitivas afectaron todos los derechos estableci-
dos en la Declaración universal de los derechos humanos de la ONU, el bloqueo 
económico ha violentado todos estos derechos humanos, la vida, la integridad 
física y moral, la libertad y el acceso a un nivel de vida adecuado, a la alimenta-
ción, la vivienda, a la seguridad social, al trabajo, a la salud y a la educación ente 
otros, que garanticen una vida digna”

Parlamentaria comunal (49 años)

“
Estas medidas son el corolario, la cima y el extremo de una guerra que ha 
venido incrementando y sosteniéndose desde el año 1998 hasta la actualidad, 
expresándose más de 20 años continuos… Las MCU han sido peor que una 
bomba. Han dinamitado el tejido social. Han dividido la familia. Han acentuado 
la polarización. En fin, nos han puesto al borde de la sobrevivencia y de la super-
vivencia”

Comunicadora Social, lesbiana feminista (52 años)
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